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El objetivo de este trabajo de investigación es exaltar la incidencia de los movimientos 
sociales en las políticas públicas, a la luz del caso de violencia armada en el Distrito de 
Buenaventura que se configuró como problema público emergente que requirió inmediata 
intervención por parte del Estado, a través de políticas públicas por la crisis humanitaria que se 
vivió entre el 2000 y el 2013, la cual se caracterizó por las desapariciones, los desmembramientos 
y los desplazamientos forzados. En este caso los movimientos sociales tenían como propósito 
visibilizar sus demandas e incidir en los escenarios políticos, especialmente en las decisiones del 
Gobierno y en la formación de su agenda, para lograr la atención y solución a sus demandas. Es 
así como a través de su fuerza, poder, caracterización y organización los actores sociales 
alcanzaron, mediante un proceso de accountability vertical social, influir en dichos escenarios, 
donde posicionaron su problemática como tema en la agenda de Gobierno y lograron incidir en las 
decisiones políticas, obteniendo resultados favorables con el diseño y la formulación de la política 
pública que se concretó en el Acuerdo 05 del 29 de mayo del 2016, el Plan Integral de Seguridad 
y Convivencia Ciudadana para el Distrito de Buenaventura. Para lograr el objetivo de este estudio, 
en primera instancia se hace una revisión teórica de la influencia de los movimientos sociales en 
las políticas públicas; luego se expone un estudio de caso, donde el fenómeno de violencia armada 
en el Distrito de Buenaventura se analizó como un problema público a insertar en la agenda de 
Gobierno y, posteriormente, se lleva a cabo un análisis de los factores que permitieron la 
emergencia de una ventana de oportunidad para la configuración de la política pública de seguridad 
y convivencia ciudadana de Buenaventura; finalmente, se presentan las conclusiones.  
  





The objective of this research is to highlight the incidence of social movements in public 
policies, in consideration of the event of armed violence in the Buenaventura District which 
constituted an emerging public problem that required immediate intervention by the Colombian 
State through public policies, due to the humanitarian crisis that took place between 2000 and 
2013, which was characterized by disappearances, dismemberments and forced displacements. In 
this case, the social movements intended to make their demands visible and to influence political 
scenarios, specially the Governments decisions and the formation of its agenda, to achieve 
attention and solution to their demands. Thus, because of its strength, power, characterization and 
organization, the social actors were able to influence said scenarios through a social vertical 
accountability process, where they positioned their problematic situation as a topic on the 
Government’s agenda and managed to influence political decisions, obtaining favorable results in 
the design and formulation of public policy specified in the Agreement 05 of May 29th, 2016, the 
Citizen Safety and Coexistence Comprehensive Plan for the Buenaventura District. To achieve the 
objective of this study, in the first place, a theoretical review of the influence of social movements 
on public policy is made, then a case study is shown where the phenomenon of armed violence in 
the Buenaventura District is analyzed as a public problem to be inserted in the Government’s 
agenda and, subsequently, it was performed an analysis of the factors that allowed the emergence 
of a window of opportunity for the configuration of Buenaventura’s public security and 
coexistence policy; finally, conclusions are presented. 
 





El Distrito de Buenaventura, por sus características especiales de biodiverso, ecosistémico, 
portuario e industrial, según lo dispuesto en la Ley 1617 del 2013 (Congreso de la República, 
2013) que le establece nuevas responsabilidades y competencias, tendientes a procesos de 
descentralización para ejercer gobernanza territorial y a mejorar las condiciones de la calidad de 
vida de sus habitantes, a través del aprovechamiento de sus recursos y ventajas que este presenta, 
es considerado como el puerto más importante del Pacífico colombiano, siendo el municipio más 
grande de la región del Pacífico y el de mayor extensión del Valle del Cauca.  
Históricamente, el distrito ha vivido una de las crisis humanitarias más graves del país, por 
las dinámicas del conflicto armado y violento de grupos al margen de la ley y bandas criminales, 
como lo señala en su investigación el Centro Nacional de Memoria Histórica (2015) Buenaventura: 
un puerto sin comunidad, en el que se documentan catorce años de violencia: 
La fuerte oleada de violencia en el distrito de Buenaventura, se evidencia al ver que entre 1990 y 
2012 se cometieron 4.799 homicidios, pero el 71 % de estos ocurrieron a partir de 2000; entre 1990 y 
2013 se registraron 475 desapariciones forzadas, de las cuales el 95 % fueron ejecutadas durante los 
últimos 14 años; entre 1995 y 2013 se perpetraron 26 masacres (dejando 201 personas asesinadas), 
pero solo una ocurrió en la década de 1990; y por último, entre 1990 y 2014 un total de 152.837 
personas fueron víctimas del desplazamiento forzado. (p. 213) 
Esta situación de violencia derivada del conflicto armado, además del abandono por parte del 
Gobierno nacional y la corrupción de los dirigentes locales, ha inmerso al distrito en un “círculo 
vicioso” (Semana, 2018), que lo ha sumido en un estado de pobreza y de falta de oportunidades 
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para sus habitantes. Además, está la disputa de actores al margen de la ley para lograr el control 
del territorio y el acceso ilegal a las rentas (narcotráfico, cartel de contrabando, extorsión, vacunas, 
entre otras). En este contexto, las Naciones Unidas (2013) expresan que  
El conflicto armado se caracteriza por los ataques deliberados contra civiles, incluidos los 
trabajadores de la asistencia humanitaria; la transgresión generalizada de los derechos humanos; las 
violaciones y otros delitos sexuales, utilizados como arma de guerra contra mujeres y niños; así como 
el desplazamiento forzado de cientos de miles de personas. 
Por su parte, el Alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo (citado por Valcárcel, 
2007), define el conflicto armado interno como “el término contemporáneo que se utiliza para 
designar una situación de guerra civil” (p. 111).  
En el caso de estudio, bandas criminales como Los Urabeños, conocidos también como las 
Autodefensas Gaitanistas de Colombia, grupo criminal que surgió tras la desmovilización de las 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), y La Empresa, banda local al servicio de Los Rastrojos, 
que fue conformada por uno de los capos del Cartel del Norte del Valle, la cual se expandió por el 
país después de su muerte, nutriendo sus filas de exparamilitares desmovilizados 
(VerdadAbierta.com, 2015), desataron la fuerte oleada de violencia que llevó al Distrito a registrar 
altas tasas de homicidios, que duraron por lo menos hasta el 2014, ejecutados mediante prácticas 
brutales, como el descuartizamiento de personas vivas en las llamadas “casas de pique”. Este hecho 
se tipificó como una crisis humanitaria por las violaciones a los derechos humanos e infracciones 
al derecho internacional humanitario, tras la comisión de ilícitos como desapariciones forzadas, 
desmembramientos, homicidios, violencia de género, secuestro, violencia sexual, despojo de 
tierras, tortura y desplazamientos forzados, entre otros. Lo anterior generó movilizaciones sociales, 
donde los ciudadanos en ejercicio de su autonomía han tomado medidas para exigir sus derechos, 
acompañar a las víctimas de la violencia y visibilizar sus demandas para incluirlas en la agenda 
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del Gobierno, con lo que lograron influir en la formulación del Plan Integral de Seguridad 
Ciudadana y Convivencia en el Distrito de Buenaventura que se concretó en el acuerdo 05 del 29 
de mayo del 2016.  
Por lo anterior, los movimientos sociales en el Distrito de Buenaventura consagraron como 
uno de sus objetivos la incidencia política en los procesos de decisión frente al conflicto armado 
como tema de emergencia social y, además, con diferentes medidas, repertorios y estrategias de 
mediación y diálogo utilizados, buscaron visibilizar sus demandas y obtener por parte del Estado 
mecanismos o respuestas para atender y dar solución a estas. Aquí es importante señalar, como 
refiere López (2012), que uno de los objetivos de las acciones colectivas es influir en la elaboración 
de las políticas públicas que logren atender y resolver las demandas sociales. Afirma además este 
autor que, desde las concepciones de lo teórico, se vislumbra un problema relativo a los vacíos que 
existen en la literatura al momento de analizar los movimientos sociales: por lo general, los 
estudios se han enfocado en describir las causas que los originan o su trayectoria a lo largo de la 
historia social, cultural, económica y política, y no en abordar cuáles son las consecuencias, 
efectos, impacto o transformaciones que estos pueden originar en los sistemas políticos; la 
literatura se ha quedado corta a la hora de explicar las dimensiones que los movimientos sociales 
pueden tener en su relación con las política públicas. 
Por tanto, la incidencia de los movimientos sociales en la formación de la agenda del Gobierno 
y sus decisiones frente a la política pública de seguridad y convivencia ciudadana del Distrito de 
Buenaventura se estudió desde el enfoque de la accountability, definida por Olave e Isunza Vera 
(2003, citados por Escandón y Velásquez, 2015) como “el conjunto de mecanismos que intentan 
regular y reducir la brecha entre representantes y representados, preservando siempre la distancia 
entre autoridades políticas y ciudadanía que caracteriza las relaciones de representación” (p. 271). 
Movimientos sociales y políticas públicas: caso de Buenaventura  4 
Por su parte, Morales (2016) considera que la accountability debe entenderse como “el sinónimo 
de rendición de cuentas o responsabilización, que busca que aquellos que gobiernan se hagan 
responsables por sus actos” (p. 103). Duque (2013), asimismo, señala que una definición básica 
de la accountability “permite concebirla como el medio de subsanar una brecha entre Estado, 
gestión pública y autoridades, respecto a la ciudadanía” (p. 228). Este enfoque, como mecanismo 
de control, permite influir en la toma de decisiones del Gobierno, a partir de la participación social 
como método de fortalecimiento democrático para el control y la vigilancia de los programas o 
proyectos que realizan los gobiernos, con el objetivo de disminuir la corrupción. Frente al caso de 
estudio, el enfoque de la accountability fue la perspectiva teórica desde la cual se analizó la 
incidencia de los movimientos sociales del Distrito frente a la visibilización de sus demandas, con 
el propósito de incluirlas en la agenda del Gobierno e influir en sus decisiones, a través de procesos 
de movilización y mediatización, ejerciendo actos de presión para exigir una intervención del 
Gobierno y una mayor participación en sus acciones frente a la atención del problema público.  
Para el caso de Buenaventura, los movimientos sociales son una manifestación de los actores 
sociales en busca de impactar los escenarios políticos para la formación de la agenda del Gobierno, 
así como el diseño y la formulación de las políticas públicas; se pretende, mediante dichos 
movimientos, lograr transformar realidades y sistemas cerrados de instituciones políticas y 
procesos de toma de decisión en escenarios abiertos de participación con potencial protagónico en 
incidencia política, donde los actores, mediante organizaciones, convergen en sistemas 
democráticos y de gobernanza de actores políticos. Al respecto, la Defensoría del Pueblo (2017) 
señala que “Las protestas pacíficas son un aspecto fundamental de una democracia dinámica y los 
Estados deben reconocer el rol positivo que cumplen estas protestas como un medio para fortalecer 
los derechos humanos y la democracia” (p. 5). 
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Desde esta perspectiva y frente a los vacíos en la literatura en lo referente al rol que 
desempeñan los movimientos sociales y su incidencia e impacto en la formulación de las políticas 
públicas, esta investigación tiene como objetivo identificar de qué forma los movimientos sociales 
del Distrito de Buenaventura lograron incidir en la formación de la agenda del Gobierno y en sus 
decisiones frente a la configuración de la política pública de seguridad y convivencia ciudadana, 
mediante la descripción y caracterización de los movimientos sociales (marchas, protestas); sus 
alcances, logros y relevancia histórica. Se trata entonces de un trabajo descriptivo, que busca 
analizar las dimensiones de un fenómeno como es la violencia armada en Buenaventura, a través 
de la caracterización de los movimientos sociales en los escenarios políticos, donde logran 
convertir su emergencia en un tema de la agenda del Gobierno. 
La pregunta de investigación con la que se orienta este trabajo es: ¿Cuál fue la incidencia que 
tuvieron los movimientos sociales del Distrito de Buenaventura en la formación de la agenda del 
Gobierno y en sus decisiones frente a la configuración de la política pública de seguridad y 
convivencia ciudadana en la que participó el Gobierno del expresidente Juan Manuel Santos?  
La política en cuestión se formuló tras la visita del expresidente Santos y su gabinete de 
trabajo al Distrito, después de la cual el Gobierno decidió de manera directa e inmediata atender 
la emergencia social que vivían los bonaverenses. Lo anterior se logró gracias a la influencia de 
los movimientos sociales, los medios de comunicación y las alertas tempranas, que fueron 
encendidas por individuos o grupos como organizaciones no gubernamentales (ONG), Human 
Rights Watch, Defensoría del Pueblo, Ministerio Público y Personería, siendo estos actores de 
presión que lograron captar la atención del Gobierno nacional.  
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Para este trabajo se lleva a cabo una revisión de archivos documentales (documentos 
institucionales universitarios, libros, revistas indexadas, tesis doctorales, entre otros), con el fin de 
analizar, interpretar e indicar cómo se da la incidencia de los movimientos sociales en la política.  
La investigación consta de cuatro capítulos: el primero, ofrece un análisis de la incidencia de 
los movimientos sociales en las políticas públicas, para lo cual se hace una revisión teórica 
referente al diseño estructural de las políticas públicas, el papel de los movimientos sociales en 
asuntos políticos y su lugar con respecto a las políticas públicas; el segundo describe la violencia 
armada en el Distrito de Buenaventura como un fenómeno social de inclusión en la agenda del 
Gobierno; en el tercero se hace un análisis sobre cuáles fueron los asuntos que influyeron en la 
configuración de la política pública de seguridad y convivencia ciudadana y, para terminar, se 
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1. Incidencia de los movimientos sociales en las políticas públicas 
 
 
Este capítulo tiene como objetivo discutir un marco teórico sobre la incidencia de los 
movimientos sociales en las políticas públicas, cuyo esquema de análisis tiene en cuenta tres 
factores: 1) análisis de las políticas públicas como diseño estructural; 2) el estudio de los 
movimientos sociales en asuntos políticos, y 3) el análisis de la influencia de los movimientos 
sociales en las políticas públicas. 
 
1.1. Análisis de las políticas públicas: diseño estructural 
El estudio de las políticas públicas en las últimas décadas se ha consolidado como un 
instrumento fundamental en la gestión pública, pero también como una herramienta esencial para 
la sociedad civil. En la actualidad el interés por estas se ha enfocado en su análisis y diseño, desde 
diferentes teorías provenientes del campo de las ciencias sociales, como la perspectiva 
epistemológica (positivismo, pospositivismo, teoría crítica y constructivismo)1. Desde las esferas 
de la gestión pública, las políticas públicas son un instrumento esencial que le permite al Estado y 
a sus instituciones atender las demandas sociales y, a la vez, mejorar sus realidades. Roth (2014) 
señala que “el análisis de las políticas públicas es aplicado al qué y cómo hacer del Estado” (pp. 
201-204); es decir, ofrecen ciertas técnicas que permiten a la sociedad un mayor conocimiento 
                                                             
1 “El positivismo: la realidad existe y es regida por leyes de causas y efecto que se pueden conocer. Pospositivismo: 
La realidad existe, pero no puede ser completamente entendida o explicada. Hay una multiplicidad de causas y 
efectos. Teoría crítica: La realidad existe, pero no puede ser completamente entendida o explicada. Hay una 
multiplicidad de causas y efectos. Constructivismos: La realidad es una construcción social. La realidad es relativa” 
(Ordóñez, 2013, p. 39). 
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frente al actuar del Estado y sus acciones, así como de su influencia en otros sectores o grupos de 
interés en el que este pueda resolver las insatisfacciones sociales. 
Las políticas públicas, como un programa de acción, buscan cambiar las realidades sociales, 
y para ello es necesario, como indica Roth (2014), establecer “las reglas de juego”, que son 
definidas a través de redes de interacción que le permiten al Estado y a sus organizaciones esa 
cercanía con la sociedad o su entorno, con el propósito de mejorar las condiciones sociales y de 
restaurar las relaciones de esta con el Gobierno, lo que se traduce en un trato menos excluyente a 
uno de mayor negociación. 
Por su parte, Dunn (2004, citado por Olavarría, 2007), establece el análisis de las políticas 
públicas como una disciplina profesional que obedece a dar soluciones conjuntas a través de 
métodos, instrumentos o técnicas que permitan resolver o aminorar la problemática social. Dentro 
de este análisis se presentan dos características según el autor: la primera obedece a que el análisis 
es un trabajo profesional orientado a la solución de problemas, es decir, que se nutre de diferentes 
herramientas y de las diversas teorías profesionales que permitan comprender, tratar y solucionar 
la dificultad. Señala además el autor, que esta característica está orientada a la evaluación de la 
política pública, toda vez que este método permite identificar si la política aplicada fue viable o no 
y si resolvió la situación. La segunda característica está relacionada con que dentro del análisis de 
las políticas públicas los problemas son multidimensionales e interdependientes, donde los aportes 
de las disciplinas científicas (sociales, éticas, políticas, filosóficas) permitirán un mejor 
conocimiento de los problemas y, a la vez, un trato armónico que permita soluciones concretas y 
eficaces.  
Es así como el análisis de las políticas públicas es importante dentro de los contextos sociales, 
porque permite identificar, estructurar y tener una adecuada comprensión de los problemas, para 
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al final resolverlos con políticas públicas apropiadas a la situación dificultosa. Por ejemplo, Dye 
(2002); Kraft y Furlong (2004), señalan que la justificación del análisis de las políticas públicas 
está en:  
A) Comprender y caracterizar una situación que ha sido identificada o es susceptible de ser 
catalogada como un problema púbico. B) Para otorgar asesoría profesional a las autoridades u actores 
que participan en el proceso de la política pública. C) Para apoyar y promover la participación de los 
ciudadanos en las diversas etapas del proceso de la política pública. D) Para influir sobre las decisiones 
de las políticas públicas. (Dye, 2002; Kraft y Furlong, 2004, citados por Olavarría, 2007, p. 25) 
En efecto, el análisis de las políticas públicas busca resolver las situaciones problemáticas a 
través de la participación de los diferentes actores que promuevan e influyan en el diseño e 
implementación de estas.  
Por tanto, las políticas públicas —en el contexto de esta investigación—, son entendidas como 
aquellos proyectos manifiestos en actividades que un Estado diseña y gestiona a través de un 
Gobierno y una administración pública con el fin de satisfacer las necesidades de una sociedad. 
También hay que entenderlas como el “reflejo de los ideales y anhelos de la sociedad” (Torres y 
Santander, 2013), que deben expresar los objetivos de bienestar colectivo emergente en un 
momento histórico y que, además, deben permitir comprender hacia dónde se orienta el desarrollo 
y cómo hacerlo. Jorge Iván Cuervo (2008) refiere al respecto que las políticas públicas deben ser 
entendidas como “el flujo de decisiones en torno de un problema que ha sido considerado público 
y ha ingresado en la agenda del Estado” (p. 79). Asimismo, las políticas públicas para Arroyave 
(2010) son “el instrumento a través de los cuales los Estados, luego de identificar una necesidad 
(económica, política, ambiental, social, cultural, entre otras), implementan un conjunto de medidas 
reparadoras construidas con la participación de los grupos afectados por los diversos problemas” 
(p. 96).  
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En la tabla 1 se sintetizan varias definiciones de las políticas públicas citadas por Olavarría 
(2007), entendidas como mecanismos de intervención para resolver problemas públicos.  
Tabla 1:  
Aproximaciones conceptuales a la definición de política pública 
Autores Concepto de política pública 
Kraft y Furlong (2004) “Es un curso de acciones o inacción que el Estado toma en respuesta a 
problemas sociales; según estos autores, las políticas públicas reflejan no solo 
los valores más importantes en la sociedad, sino que también muestran el 
conflicto entre los valores y cuál de estos valores recibe las mayores 
prioridades en una determinada decisión”. 
Dye (2002) “Es cualquier cosa que el Estado decide hacer o no hacer. Las políticas 
públicas pueden regular la conducta, organizar burocracias, recaudar 
impuestos y distribuir beneficios”. 
Howlett y Ramesh (2003)  “Son el resultado de decisiones del Gobierno que pueden estar orientadas a 
mantener o alterar el statu quo”. 
Jenkins (1978) “Es un conjunto de decisiones interrelacionadas, tomadas por un actor o 
grupos de actores con respecto a la selección de metas y medios para 
alcanzarlas en una situación específica, y donde aquellas decisiones están 
dentro del ámbito de autoridad de esos actores”. 
Meny y Thoenig (1992) “Es el resultado de la acción de alguien investido de poder público”. 
Lahera (2002) “Corresponde al programa de acción de una autoridad pública o al resultado 
de la activad de una autoridad investida de poder público y de legitimidad 
gubernamental”.  
Birkland (2005) “Una política es pública porque afecta a una mayor variedad de personas e 
intereses que lo que hace una acción privada”.  
Fuente: elaboración propia basada en Olavarría (2007, pp. 16-17). 
Por su parte, Rinaudo y Sarmiento (2004, citados por Velásquez Betancur, 2014), señalan que 
las políticas públicas son “el conjunto coherente y secuencial de principios, objetivos, estrategias 
y planes de acción de las instituciones u organizaciones gubernamentales puestos en marcha, 
orientado a mejorar el comportamiento de actores individuales o colectivos y a resolver un 
conflicto social de la mejor manera posible” (p. 29). Su análisis, como indica Roth (2014), permite 
el estudio de tres objetivos: “colectivos, que el Estado considera como deseables o necesarios, 
incluyendo el proceso de definición y de formación de estos, los medios y acciones procesados, 
total o parcialmente, por una institución u organización gubernamental y los resultados de estas 
acciones, incluyen tanto las consecuencias deseadas como las imprevistas” (p. 28), que desde un 
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estudio general permiten examinar las circunstancias negativas de manera específica, donde las 
decisiones a tomar tiendan a impactar satisfactoriamente las demandas sociales. 
Desde una perspectiva social, las políticas públicas son la respuesta a los problemas públicos 
en las relaciones de naturaleza social, lo que garantiza la atención e intervención a las necesidades 
de quienes han sido vulnerados en sus derechos y excluidos de los beneficios comunes. Con 
respecto al ámbito constitucional, Parra (2012) señala que las políticas públicas frente a los 
conflictos sociales tienen como objetivos: 1) la eficiencia; 2) priorizar y garantizar el goce del 
derecho, y 3) que en el proceso de su ciclo se evidencia una democracia participativa. Por su parte, 
desde el ámbito de lo teórico, Mejía (2012) reconoce que las políticas públicas son el eje de acción 
del Estado, que posibilitan a este la oportunidad de atender un problema social y ofrecer la mejor 
solución. Es por ello que tanto el término de lo político como de lo público para Müller (1994, 
citado por Mejía, 2012, p. 145) hacen parte de las políticas; lo primero obedece a la relación social 
y de poder para la movilización de recursos y, lo segundo, es el espacio donde se delibera, se 
desarrolla y se construye un asunto común con el que se busca garantizar la transversalidad de los 
intereses sociales en las decisiones políticas, que permitan el goce y la protección de un bien 
jurídico. 
Ahora bien, es importante aquí definir qué es un problema público o las características que se 
deben presentar para que se catalogue como tal, y exija la intervención del Estado o de políticas 
públicas para su solución. Según Gary Becker (1995, citado por Olavarría, 2007), “un problema 
es reconocido como problema social cuando muestra carencias objetivas en la sociedad y cuando 
los actores con poder califican a esa situación como problema público” (p. 10), donde las 
circunstancias negativas afectan el bienestar colectivo, el ambiente, la convivencia social o la 
existencia de la comunidad. Esta situación quejosa de la sociedad lleva a actores de poder o a 
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grupos de influencia a visibilizar el problema como problema público, de inclusión en la agenda 
del Gobierno, que requiere ser intervenido mediante políticas públicas para su solución. Por tanto, 
el origen de los problemas públicos se encuentra en la base de la sociedad, como afirma Olavarría 
(2007), y están orientados hacia las autoridades, para que con la intervención de los actores 
políticos y el uso de técnicas o herramientas se logre el diseño de políticas públicas para remediar 
las problemáticas.  
En Colombia las políticas públicas, desde la perspectiva de su implementación, se han 
entendido como “el conjunto de sucesivas respuestas del Estado frente a situaciones consideradas 
socialmente como problemáticas” (Cardona, Cano, Ramírez y Gutiérrez, 2007, p. 186), o como 
señala Vargas (citado por Ochoa y Muñoz, 2013), “son iniciativas, decisiones y acciones del 
régimen político frente a situaciones negativas de la sociedad”, lo que las convierte en la 
cristalización de aquellas acciones que el Estado despliega en aras de satisfacer las demandas 
sociales, mediante su atención e intervención. De ahí que para Roth (2007, citado por Montero, 
Herrera y Abril, 2014) establecen la existencia de cuatro elementos que permiten identificar una 
política pública: “implementación del Gobierno, percepción de problemas, decisiones de objetivos 
y procesos” (p. 635), y afirman que es posible decir que una política pública existe siempre y 
cuando instituciones estatales asuman total o parcialmente la tarea de alcanzar objetivos estimados 
como deseables o necesarios, por medio de un proceso destinado a cambiar en el Estado las cosas 
percibidas como problemas. 
En el proceso de implementación de políticas públicas a nivel nacional, grosso modo se han 
presentado grandes retos:  
1) En lo conceptual contiene una idea de empoderamiento, inclusión, horizontalidad, planeación y 
eficacia que, realmente, está muy lejos de observarse en su ejecución. 2) Se concentran en su 
objetivización como instrumento público, calificativo que pareciera ser categoría nominal, donde el 
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Gobierno delega una responsabilidad constitucional en agentes privados, pero la vinculación de las 
comunidades aún está muy lejos de ser perceptible y corresponde más a un ejercicio simbólico. 3) La 
relación entre funcionarios, políticos y empresarios, que concentran el poder y lo utilizan para el 
beneficio propio de sus actores, excluyendo la sociedad civil organizada y no organizada, e impidiendo 
la construcción de una gobernanza. (Arroyave, 2010, pp. 99-102) 
En efecto, dicha fragilidad de los sistemas políticos en su capacidad de atención y 
representación frente a las problemáticas sociales, para dar respuestas eficientes e integrales, es lo 
que les da ese grado de relevancia e importancia a las organizaciones y movimientos sociales que 
buscan de una manera u otra responder a las complejidades sociopolíticas mediante la participación 
cooperativa frente al diseño y la administración de políticas públicas.  
Después de la Constitución de 1991, en Colombia los modelos de democracia tradicional 
dieron un giro gradual a una democracia participativa, en la medida en que se consolida el Estado 
social de derecho, con miras a construir un bienestar colectivo, en el que los movimientos sociales 
son el actor social protagónico para la defensa de los derechos de la población. Una revisión 
académica permite entender cómo las políticas públicas son la garantía que el Estado tiene en su 
ejercicio de gobernanza para lograr resultados que permitan un bienestar común, donde los 
derechos son satisfechos por medio de programas o proyectos. En la práctica, como evidencian 
Griseles y Giraldo (2008) y Mejía (2012, pp. 142-143), las relaciones de poder y las políticas 
públicas son el instrumento por medio del cual se logra un mayor acercamiento en las relaciones 
de la sociedad y los actores políticos, así como la herramienta que brinda a la sociedad la 
posibilidad de gozar de sus derechos, bien sea por mecanismos de defensa como la tutela o la 
jurisprudencia. 
Finalmente, en cuanto al ciclo de la política pública, López (2012) señala que su estudio se 
da de manera secuencial, procedimental, mediante un diseño estructural, donde cada etapa brinda 
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unos componentes necesarios que complementan y nutren el ciclo en general. Para Parsons (2007, 
citado por López, 2012), el ciclo de las políticas públicas está compuesto por la “definición del 
problema, identificación de respuestas, evaluación de opciones, selección de opciones, 
implementación y evaluación” (p. 163), donde la participación de actores sociales cobra un gran 
valor por su influencia en la fase de formación de la agenda del Gobierno, en la cual plasman sus 
intereses. Al respecto, Mejía (2012) destaca que dicho ciclo se basa en una “planeación que permite 
la adopción de decisiones acertadas para la transformación de situaciones socialmente 
problemáticas” (p. 147), en la que la fase de formulación es vital en todo el proceso lineal de 
construcción del ciclo, por el reconocimiento y la identificación de un problema social que 
demanda a los actores políticos su intervención y tomar decisiones en torno al mejoramiento de 
las condiciones sociales. Frente a ello, la autora señala que las decisiones que están inmersas en la 
fase de formulación obedecen a modelos “de racionalidad absoluta, racionalidad limitada, modelo 
incremental, de anarquía organizada y de public choise”2 (p. 148) que en general, permiten al 
tomador de decisiones considerarlas desde su objetividad, para lograr la efectividad en la 
construcción de una política pública que de manera integral satisfaga las necesidades sociales. 
 
  
                                                             
2 “Modelo de racionalidad absoluta: hace referencia a que hay una solución superior a otra, con la que se satisface 
la razón.  
Modelo de racionalidad limitada: se deriva de la crítica del modelo anterior, donde el decisor se encuentra frente a 
límites que adhiere a la primera solución que le parezca satisfactoria.  
Modelo incremental: critica al modelo de racionalidad, porque argumenta que la decisión racional es inexistente y 
el decisor se basa en el instinto.  
Modelo de la anarquía organizada: es la antítesis de los modelos de racionalidad, donde la decisión viene marcada 
por objetivos ambiguos e información incompleta.  
Modelo del Public Choise: el decisor político hace primar sus intereses, donde se anteponen los intereses políticos 
por encima de los colectivos” (Mejía, 2012).  
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1.2. El estudio de los movimientos sociales en asuntos políticos 
Los movimientos sociales surgen, según López (2012), como actores que intervienen en la 
conversión de asuntos públicos en cuestiones de Gobierno, o bien como promotores de una 
definición especial de una situación problemática a través de su delimitación.  
Surgen a finales del siglo XIX y comienzos del siglo XX mediante un proceso de evolución 
histórico-social de la población civil, por la participación de la ciudadanía en los campos políticos, 
sociales y económicos, donde nacen como nuevos actores para transformar los sistemas cerrados 
mediante su incidencia y participación, las cuales se ven reflejadas en marchas o protestas en las 
que expresan sus insatisfacciones y en las que buscan captar la mirada de los dirigentes 
gubernamentales o de sus representantes para la atención y solución de estas.  
Para Rucht (citado por Alcina y González, 2016) los movimientos sociales se caracterizan por 
ser “una estructura informal y descentralizada, con unos objetivos centrados en la protesta, un 
modelo de influencia política basado en la movilización y unos miembros caracterizados por su 
compromiso voluntario (más o menos militante)”.  
 Históricamente, las luchas de los movimientos sociales han logrado transformaciones en los 
sistemas políticos y en sus ideologías, a través de la participación, empoderamiento y 
protagonismo de actores sociales en los escenarios políticos, donde han logrado reformas 
constitucionales, políticas de inclusión e incidencia en las decisiones políticas. Así lo confirma 
Garcés (2003), al referir ciertos antecedentes:  
 El levantamiento zapatista en la selva Lacondana, en 1994, que hizo visible las demandas 
de indígenas y campesinos cuando en México se ponían en vigencia los acuerdos de libre comercio 
con los Estados Unidos. 
 Las movilizaciones y levantamientos indígenas en el Ecuador que han derribado a más de 
un presidente, influido en la reforma de la Constitución en 1998.  
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 Las movilizaciones de campesinos e indígenas en Bolivia, que les ha permitido alcanzar 
nuevos liderazgos y agrupaciones y agrupaciones así como alcanzar una significativa presencia en el 
parlamento de ese país, luego de las elecciones del año pasado.  
 La propia elección de Lula , que no se explica sino por el desarrollo de los movimientos 
sociales, que permitieron en los 80 la fundación del PT, y más todavía en el Brasil de hoy, los enorme 
avances y novedades en cuanto a organización y sentidos de la acción colectiva que representa el 
Movimiento de los Sin Tierra. 
  Y podemos seguir enumerando a los movimientos que han alcanzado visibilidad en el 
continente, y por supuesto, no podemos dejar de mencionar los diversos movimientos sociales que 
recorren la historia social en Argentina en los 90 y que encuentran un punto de inflexión en los sucesos 
del 19 y 20 de diciembre del 2001. (pp. 1-2) 
En América Latina los movimientos sociales han logrado grandes impactos a través de sus 
acciones y liderazgo, como es el caso de nuestro país, que a raíz del conflicto armado, se evidencia 
una valiosa participación de grupos minoritarios en espacios gubernamentales. Así mismo los 
movimientos sociales han ejercido gran influencia en los sistemas políticos y han presentado un 
crecimiento notable, lo cual se ve reflejado en la consolidación y participación de los actores 
sociales en los procesos de descentralización, ocasionando que las relaciones entre el Estado y la 
sociedad ya no sean tan excluyentes y distantes, sino que estén dadas por la inclusión de quienes, 
en un rol protagónico, han impulsado a la sociedad a desarrollar procesos de construcción y 
organización social, en los que la desconfianza de la ciudadanía frente a la capacidad de 
representación de los organismos de control se ha recuperado, con la ejecución de políticas 
públicas eficientes y eficaces. Ejemplo de lo anterior es el acuerdo de paz firmado entre el 
Gobierno de Colombia y la guerrilla de las Farc-EP para la construcción de una paz estable y 
duradera, en el que participó el expresidente Juan Manuel Santos, con el que se acordó poner fin 
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al conflicto armando a través de mesas de diálogo en La Habana; esta situación abrió las brechas 
de desconfianza de la población frente a la capacidad de los actores políticos de garantizar, 
salvaguardar y velar por la protección de los derechos de los ciudadanos, los cuales por más de 
una década fueron violados y vulnerados por este grupo al margen de la ley. No obstante, con la 
intervención del Estado y sus acciones a través de los diferentes programas para el desarrollo, 
como los planes nacionales sectoriales: desarrollo social (salud, educación, vivienda y agua 
potable); infraestructura y adecuación (vías terciarias, distritos de riesgos, electrificación y 
conectividad); estímulos a la productividad (economía solidaria y cooperativa, capital financiero, 
seguridad social, seguridad alimentaria), entre otras políticas de ámbitos legales, económicos y 
culturales para lograr la paz, es evidente un proceso de inclusión sectorial, de participación y 
articulación entre el Estado y la sociedad. No obstante, no hay que desconocer que en la actualidad 
persisten los debates con respecto al acuerdo final para la paz3. 
Así pues, la incidencia de los movimientos sociales en América Latina para cambiar los 
modelos estatales tradicionales ha sido significativo, puesto que han logrado una renovación y 
posibilitado la construcción de canales de comunicación entre la ciudadanía y el Estado (Archila 
y Pardo, 2001; Vélez, 2015). Las luchas lideradas por estos movimientos se han enfocado en los 
escenarios político-sociales, con miras a visibilizar las necesidades de la población, lograr la 
atención del Estado y a generar acciones de representación social con repercusión política que 
satisfagan sus demandas. Lo anterior es corroborado por González y Garay (2014), Rodríguez 
(2012) y Zibechi (2003, p. 185), quienes ponen como ejemplo países como Argentina, Bolivia y 
Ecuador, donde la sociedad vivió ciclos de protestas constantes, mediante las cuales lograron 
                                                             
3 Ver documento Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera 
(disponible en https://elpais.com/internacional/2016/08/25/colombia/1472147836_234162.html). 
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transformaciones notables y relevantes en sus políticas; ha sido tanta la influencia de estos actores 
sociales que han logrado incluso derribar presidentes, como sucedió en Perú, Paraguay y Brasil.  
Dichas acciones participativas de los actores sociales han generado una posible ruptura en la 
literatura frente al estudio de los movimientos sociales: por una parte, están aquellas teorías que 
conciben los movimientos sociales bajo las relaciones de poder político desde las estructuras 
institucionales (lo viejo) y, por otra parte, están aquellas teorías basadas en nociones participativas 
de identidad y autonomía social (lo nuevo), ubicando en el primer grupo las teorías de la 
movilización de recursos y el comportamiento colectivo, y en el segundo las teorías participativas. 
Desde la perspectiva de lo viejo, los movimientos sociales han estado sujetos a un tipo de 
política de actores tradicionales, como los sindicatos, los partidos políticos y la clase trabajadora, 
que luchan por el control del Estado con una visión estructural, definida en términos de clases 
sociales. En esta noción se pueden ubicar dos teorías: la primera, es la movilización de recursos 
abordada por escuelas estadounidenses, cuyo interés era conservar una estrategia del dominio del 
poder y la distribución de las riquezas (recursos), mediante perspectivas centradas de actores 
socialmente dominantes (Tarrow, 2014). Por tanto, “el problema no es tanto el de superar los costos 
individuales a la participación en acciones colectivas, sino el de conseguir que los individuos que 
ya forman diferentes grupos y organizaciones actúen de manera ininterrumpida por un fin común” 
(Munck, 1995, p. 20), lo que significa que la teoría de movilización de recursos en su desarrollo 
presentó ciertas limitaciones. De la misma manera, Álvarez (1989) afirma que se  
…observa que la falta de atención al paradigma de la movilización de recursos ha hecho que 
muchos tipos de acciones colectivas hayan sido calificadas simplísticamente en términos de reclamos 
de identidad, dejando sin explicar asuntos complejos que tienen que ver con lo organizativo, las 
restricciones y oportunidades políticas, los recursos, etc. (citado por Parra, 2005, p. 76)  
Movimientos sociales y políticas públicas: caso de Buenaventura  19 
Por lo anterior, la teoría de movilización de recursos no percibió o apreció con claridad las 
variables que podían surgir en los procesos de interrelación entre los movimientos sociales y el 
Estado, como conservador de todo poder (clases sociales), frente a la distribución de las riquezas. 
Por otro lado, se ubican las teorías del comportamiento colectivo, según las cuales los grupos 
sociales están motivados a fortalecer y construir nuevos estándares de participación frente a la 
incapacidad institucional para representar sus necesidades, a través de enfoques que puedan 
promover sus ideales y mejorar las relaciones con la sociedad y los organismos de control. No 
obstante, al igual que el enfoque teórico anterior, presentaron limitaciones (Tilly y Wood, 2010; 
Warren, 2001; Natalucci et al., 2013, citados por Moreira, 2016) en cuanto a la falta de 
visibilización de los mecanismos de control y participación política en los sectores populares.  
En un segundo grupo está lo nuevo, que en América Latina se materializa con el surgimiento 
de los nuevos movimientos sociales que desempeñan un papel protagónico en escenarios políticos, 
por lo que han transformado a la sociedad mediante una democracia participativa. Para Holloway 
(2002, citado por Modonesi e Iglesias, 2016), desde las prácticas democráticas “los movimientos 
constituyen una estrategia política de la transformación de la sociedad, que les permite cambiar el 
mundo sin tomar el poder” (p. 107). Por su parte, Ghon (2000, citado por Parra, 2005) considera 
que  
…lo nuevo se ha caracterizado por centrarse en los nuevos actores sociales y no tanto en las 
estructuras, por pensar la transformación social en términos de pequeños cambios que se pueden ir 
generando desde el aquí y ahora a través de las prácticas cotidianas que tienden a la autonomía y a 
través de la construcción de identidades sociales. (p. 75)  
Por su parte, Dalton (1992, citado por Vázquez, 2014), considera que “Los [nuevos 
movimientos sociales] NMS no se ocupan de asuntos de distribución, de poder económico ni de 
poder político, sino de la forma y calidad de vida en las sociedades modernas industriales” (p. 10). 
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De las concepciones anteriores se evidencia que los nuevos movimientos sociales son aquellos 
actores sociales capaces de abandonar toda idea instrumental de conservación del poder, para 
adoptar alternativas de reivindicación en la relación del Estado con la sociedad, como promotores 
de un nuevo mundo que en el que todos construyen. 
Los procesos de transformación histórico-social y los nuevos modelos culturales que estos 
implican marcan las condiciones de desempeño de los actores sociales conforme a sus necesidades; 
en este contexto, los medios de comunicación son vitales en tanto herramienta de información 
secundaria, que permiten visibilizar los intereses de la comunidad e involucrarla en los escenarios 
de decisión política (Touraine, 1988; Melucci, 2003; Laraña, 1999, citados por Moreira, 2016). 
Así pues, los nuevos movimientos sociales han logrado posicionarse en los campos populares, 
institucionales y comunicativos, como indica de Sousa Santos (1998) al referir que  
El proceso histórico de la ciudadanía y el proceso histórico de la subjetividad son autónomos 
aunque como lo he venido defendiendo, están íntimamente relacionados. […] Desde el punto de la 
emancipación, es posible pensar en nuevas formas de ciudadanía (colectivas y no individuales; menos 
basadas en los derechos y deberes que en formas y criterios de participación), no liberales y no 
estatizantes, en las que sea posible una relación más equilibrada con la subjetividad. Aun así, estas 
nuevas formas de ciudadanía no nos deben hacer olvidar que el Estado ocupa una posición central 
(porque es exterior) en la configuración de las relaciones sociales de producción capitalista. (pp. 300-
301) 
En efecto, los nuevos movimientos sociales han propuesto alternativas de organización civil 
y de participación, así como mecanismos de control, en busca de satisfacer las necesidades sociales 
y alcanzar fines comunes a partir de múltiples repertorios de acción, donde la ciudadanía 
organizada bajo diferentes gremios (sindicatos; asociaciones; organizaciones civiles de feministas, 
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lesbianas, gay, entre otros), busca avanzar hacia la exigencia de mejores condiciones de vida, 
aceptación de nuevos grupos emergentes e inclusión en las esferas políticas.  
Pues bien, los desafíos que han presentado los nuevos movimientos sociales en América 
Latina han sido muchos en lo referente al desarrollo y la transformación de los modelos sociales, 
como señala Garcés (2003) al referir que “una de las mayores dificultades está relacionada con la 
comprensión de su significado, su novedad y sus potenciales” (p. 3). Sin duda, como lo señala de 
Sousa Santos (2001), esas nuevas tendencias e ideologías emancipadoras y subjetivas fueron 
reemplazando o transformando los modelos tradicionales (lo viejo), históricamente conocidos 
como los movimientos obrero, campesino, de procesos políticos de religión y los orientados a la 
industria, por modelos independientes de emergencias en género, medio ambiente, derechos 
humanos, entre otros. En este contexto, América Latina se ha caracterizado, como lo refiere de 
Sousa Santos (2001), en que “no hay movimientos sociales puros o claramente definidos, dadas la 
multidimensionalidad, no solamente de las relaciones sociales sino también de los propios sentidos 
de la acción colectiva” (pp. 180-181). 
En términos generales, Amenta y Caren (2004, citados por López, 2012), señalan cuatro 
argumentos principales relacionados con el impacto de los movimientos sociales, según las 
condiciones políticas en que estos se desarrollan: 
a) la movilización o la acción colectiva en sí misma tiende a ser efectiva; b) una vez emprendida 
la movilización, ciertas estrategias o formas de organización son más efectivas que otras; c) las 
oportunidades o contextos políticos favorables son benéficos para la movilización contenciosas, y d) 
la acción colectiva está políticamente medida, en otros términos, las combinaciones específicas de 
formas de movilización, acción y condiciones políticas determinan las consecuencias de los 
movimientos. (p. 170)  
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En consecuencia, los movimientos sociales tienen repercusiones en el Estado como: 1) tienden 
a dar claridad y ofrecer una visión integral del problema, que permite a los actores políticos diseñar 
políticas que aborden integralmente dicha necesidad; 2) permiten armonizar las acciones de los 
actores sociales con las decisiones de la autoridad en las estructuras políticas para lograr medidas 
efectivas y eficaces; 3) facilitan la articulación e interconexión de técnicas, métodos o herramientas 
interdisciplinarios que incorporen y satisfagan los intereses comunes, y 4) consienten el 
desempeño de roles institucionales que conducen a la toma de decisiones racionales que 
transforman realidades y repercutan en un buen gobierno.  
En términos específicos, Giugni (1998, citado por López, 2012, p. 170) divide el impacto de 
los movimientos sociales en tres tipos: incorporación (efectos procedimentales); transformación 
(efectos sustanciales o estructurales), y democratización (efectos en el régimen). Estos tipos de 
resultado permiten distinguir el vínculo que tienen los movimientos sociales en las políticas frente 
a sus estructuras y procedimientos, donde la influencia de los actores sociales en los sistemas 
políticos permite lograr respuestas efectivas frente a las problemáticas sociales, como resultado de 
unos procesos de trasformación profunda en la estructura del qué y cómo hacer las políticas 
públicas. 
En Colombia, los movimientos sociales han tenido cierto éxito a raíz de las fuertes oleadas de 
violencia armada que han caracterizado la historia del país que, sin duda alguna, han llevado, como 
afirma Mondragón (2013), a la conformación de estos nuevos actores en torno a la lucha y defensa 
de sus derechos. Esto explica los ya tradicionales movimientos de resistencia: los afros y el 
movimiento campesino; también son notorios el movimiento sindical obrero, los feministas, 
aquellos contra la guerra y por la paz, por la defensa del ambiente sano y los ecosistemas; los 
movimientos cívicos de reivindicación regional y urbana, que luchan por el derecho a la salud y a 
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la educación pública, así como a una vivienda digna, a la diversidad cultural y étnica, entre otros, 
y aquellos que luchan contra toda forma de discriminación social, política o económica. 
Finalmente, se puede afirmar que los nuevos movimientos sociales han surgido con un 
potencial significativo, con el que han contribuido a grandes transformaciones desde lo 
sociocultural, influyendo en espacios políticos y económicos en los que han logrado proponer 
alternativas de solución a sus problemas, y donde se han incorporado nuevas prácticas para 
visualizar sus necesidades y fortalecer los procesos democráticos en los sistemas sociopolíticos, 
con miras a garantizar el bienestar social. Dicha incidencia ha implicado una transformación de 
los modelos tradicionales, los cuales eran restrictivos o cerrados en materia de decisiones políticas, 
hacia modelos de negociaciones estratégicas de alianzas, con la participación de nuevos actores o 
grupos sociales, que caracterizan en un tiempo concreto sus necesidades con el fin de mejorar sus 
condiciones.  
 
1.3. Análisis de la influencia de los movimientos sociales en las políticas públicas 
1.3.1. El lugar de los movimientos sociales en el ciclo de las políticas públicas 
El ciclo de las políticas públicas responde a un proceso lineal y racional, en el que el problema 
público recibe un tratamiento procedimental, con el propósito de alcanzar los fines que satisfagan 
las necesidades de la sociedad. Para tal efecto, la influencia de los movimientos sociales en este 
ciclo se da en la etapa de formación de la agenda pública, donde estos actores logran poner como 
tema su problemática social y, a la vez, incidir en el diseño o flujo de decisiones del Estado para 
su atención (Cuervo, 2007; Ordóñez, 2013). Este espacio es fundamental, porque permite el 
posicionamiento de los actores sociales en los escenarios políticos mediante su participación en 
procesos de deliberación de asuntos sociales para el diseño de políticas que se ajusten a sus 
necesidades, como resultado de un proceso de cooperación y articulación (figura 1). 
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Por tanto, para que los movimientos sociales puedan incidir en las políticas públicas es necesario, 
como señala López (2012), que exista una “estructura de oportunidad política”, en la que los procesos 
políticos están dados por una restructuración de las relaciones de poder de actores políticos para la 
movilización de recursos, donde el papel de dichos actores sociales como agentes activos —en esa 
fase del ciclo— obedece a lo que ha de hacerse para la formación, el surgimiento o la trayectoria de la 
política. En este punto, se requieren herramientas para el análisis en el proceso de formación de las 
políticas, que se atribuya a un proceso secuencial y lineal, donde el problema tendrá una atención 
específica por parte de los actores políticos en cada fase del ciclo, en la que se pretende de manera 
integral resolver la situación.  
 
Figura 1: Formas de participación de los movimientos sociales en la fase de formación de la 
agenda 
Fuente: elaboración propia con base en Valencia (2012, p. 482). 
En efecto, esos espacios de participación de los movimientos sociales en la formación de la 
agenda consolidan, por una parte, medidas de atención que el Estado o el Gobierno despliegan 
para intervenir las demandas sociales y, por otra parte, son mecanismos de incidencia que logran 
estos actores sociales en los procesos de toma de decisiones del Estado. 
  
 
Formas de participación   
de los movimientos                - Ayudan a identificar un problema social 
              Sociales                     - Ayudan a promover acuerdos con otros actores interesados 
                                                - Ayudan a establecer prioridades frente a la emergencia social 
                                                - Ayudan a realizar los estudios para mejorar las condiciones sociales 
                                                - Ayudan al diseño para promover sus asuntos sociales al Estado 
                                                - Ayudan a posesionar los líderes sociales en espacios políticos  
                                                - Ayudan en el diseño de soluciones que satisfagan sus necesidades 
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1.3.2. Formación de la agenda  
Aguilar (1993, p. 78) señala que la formación de la agenda se da cuando algunos problemas 
públicos son incluidos en esta para ser tratados como posibles asuntos de políticas públicas, en la 
medida en que alcanzan la atención por parte del Gobierno, la cual es limitada y restringida por el 
flujo de asuntos y por el poco tiempo del que este dispone para su atención. En este proceso es 
importante la capacidad que los actores sociales tengan para persuadir y captar la atención del 
Gobierno, al igual que la de priorizar un tema social que requiere tanto la atención como la 
intervención de los organismos gubernamentales para su control y solución de manera inmediata. 
En este proceso son importantes tanto el análisis del problema como los espacios de 
concertación o deliberación, en la medida en que los representantes del Estado o del Gobierno 
pueden explorar y reparar las necesidades que se presentan en la sociedad, a fin de establecer los 
mecanismos y procesos de reacción frente a las amenazas sociales y, por su parte, los actores 
sociales pueden influir en la formulación y el diseño de las políticas, para obtener soluciones 
ajustadas a sus demandas.  
Por tanto, es en esta etapa donde se disertan, definen y seleccionan los asuntos de interés del 
Gobierno, momento en el que la racionalidad comunicativa4 es importante como lo señala Aguilar 
(2005, citado por López, 2012) para que este adopte medidas eficientes y eficaces capaces de 
solucionar los problemas de la sociedad y responder a sus interrogantes del por qué son tomadas 
o excluidas ciertas medidas. En la misma perspectiva se ubica Aguilar (2005, citado por López, 
2012), quien manifiesta que dentro de la racionalidad comunicativa 
 
                                                             
4 La racionalidad comunicativa es “el consenso en su momento predecisional, la factibilidad política y posdecisional, 
la necesidad de comunicar y persuadir, mediante la argumentación explicativa, y la justificación valorativa. En 
consecuencia, hay una fuerte interdependencia entre factibilidad y comunicación políticas, cuyo objetivo último será 
suscitar consenso o, cuando menos, disminuir inconformidades y descalificaciones” (López, 2012, p. 168). 
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[…] habrá que someterse al escrutinio y debate, y suscitar la persuasión suficiente para recibir el 
referendo ciudadano y escapar a su sentencia de muerte. No basta saber o creer que se tiene la razón, 
hay que convencer de ello […] la política se decide con referencia a la máxima eficacia-eficiencia 
posible bajo ciertas circunstancias sociales (factibilidad) y también respecto a su máxima aceptación 
posible mediante comunicación persuasiva. (p. 168) 
Asimismo, el análisis en el proceso de formulación es fundamental para la coordinación y 
definición tanto de los problemas como de las medidas adoptadas, ya que determinar qué asuntos 
son prioritarios o relevantes para el Gobierno es una tarea difícil, pues se despliega en los espacios 
políticos las discrepancias entre el Estado y la sociedad. Se trata de un proceso que al final, según 
el contexto y sus valores inherentes, permitirá la adopción de asuntos comunes como materia de 
políticas públicas, es decir, temas relevantes para su inclusión en la agenda del Gobierno (Torres 
y Santander, 2013). En consecuencia, el reto en la formación de la agenda para el Gobierno o el 
Estado es grande, porque no es fácil la selección de un asunto frente al gran flujo de demandas 
sociales; solo serán atendidos aquellos que despierten el interés estatal para la movilización de 
recursos, por sus características severas que requieran inmediata atención, mediante los diferentes 
instrumentos gubernamentales que satisfagan sus necesidades. 
La agenda del Gobierno, también llamada agenda política o formal, está compuesta por 
asuntos relevantes tanto nuevos (espontáneos, canalizados) como antiguos (habituales, 
recurrentes), que requieran la atención activa y seria de los órganos gubernamentales que se 
encargan del diseño, formulación, ejecución, implementación y evaluación de políticas públicas, 
para dar soluciones a los problemas públicos.  
La formación de la agenda de Gobierno, además, se da mediante la canalización o selección 
de temas que son aceptados por la sociedad como prioritarios y que, por su connotación, logran 
centrar la atención del Gobierno para su solución. El análisis de la agenda, frente al tratamiento de 
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asuntos quejosos de la sociedad, comentan Dearing y Rogers (1996, citados por Torres y 
Santander, 2013, p. 81), se da bajo tres agendas principales de discusión: la mediación, la pública 
y la de Gobierno que, desde un análisis general, se unifican, armonizan y ordenan los intereses 
tanto de la sociedad como del Gobierno, abogando por una visión conjunta que apunte a un 
bienestar colectivo (figura 2). El estudio de estas tres agendas debe observarse de manera conjunta 
y sistemática, ya que responden a un proceso de jerarquización de los temas, lo que permitirá llevar 
a cabo la selección de aquellos asuntos que por su impacto y emergencia son influyentes tanto en 
el medio social como en el político. 
 
 
Figura 2: Agendas de tratamiento de los asuntos públicos 
Fuente: Dearing y Rogers (1996, citados por Torres y Santander, 2013, p. 82). 
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Por su parte, John W. Kingdon teoriza acerca de la ventana política, haciendo referencia con 
este término a las oportunidades de elección, donde “estas ventanas son oportunidades para hacer 
avanzar ciertas iniciativas, pero se presentan y permanecen abiertas solo durante periodos cortos. 
Si los participantes no son capaces de aprovechar las oportunidades, tienen que esperar hasta una 
nueva oportunidad” (Aguilar, 1993, p. 98). En este contexto, López (2012) afirma que la 
percepción de oportunidades de cada actor implica propósitos diferentes:  
Para un movimiento, una oportunidad le permite exponer sus demandas, aumentando la 
probabilidad de éxito del desafío y disminuyendo los costos de participación; para los promotores 
(“empresarios”) de una política, una oportunidad les permite que avancen ciertas iniciativas, para lo 
que deben estar preparados para documentar bien el problema que les interesa introducir en la agenda 
de gobierno. En ambos casos, las “ventanas” se mantienen abiertas por periodos cortos. (p. 182)  
Por tanto, la participación y la caracterización de los movimientos sociales en esta etapa es de 
crucial importancia para lograr visibilizar e incluir las demandas de la sociedad en la agenda de 
Gobierno, ya que en manos de los actores sociales está el cómo hacer que estas logren dicha 
influencia y despierten el interés de los actores políticos para su solución. 
 
1.3.3. Los componentes de un problema público 
Con respecto a la definición de problema público, se tiene que un problema o asunto público 
puede estar sujeto a cuestiones naturales o de actor. Las primeras son aquellas que se dan en 
momentos inesperados, lo que las pone en una categoría de impredecibles y, las segundas, son 
situaciones de hechos quejosos movidas por actores sociales, los cuales le dan una categoría de 
relevantes. Para definir un problema público es necesario, como indican López (2012), que exista 
un proceso de selección, organización e interpretación de la realidad, mediado por el conjunto de 
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ideas y valores, que permitan que una situación quejosa e irregular requiera la intervención 
inmediata del Estado y genere una construcción social. 
Asimismo, Elder y Cobb (2003, citados por López, 2012) señalan que la definición de un 
problema público debe contar con aquellas perspectivas de la sociedad frente a las condiciones 
quejosas de su entorno que le permitan identificar que algo está mal, según las relaciones de causa 
y efecto, es decir “los problemas públicos no son datos a priori, sino resultados de definición que 
dependen de creencias y valoraciones varias, además de los hechos mismos” (p.165). Por su parte, 
Casar y Maldonado (2010, citados por López, 2012) afirman que “la definición de un problema 
pasa por un proceso de nombramiento y enmarcamiento, es decir, de selección, organización e 
interpretación de la realidad, con lo cual una situación amorfa, problemática y mal definida puede 
cobrar sentido” (p. 166).  
En efecto, para que un problema público sea incluido en la agenda de Gobierno y atendido o 
intervenido por las autoridades competentes, se requiere un carácter único, que lo haga especial, 
es decir, transcendental, lo que autores como López (2012) denominan el issue, que significa que 
un tema o asunto de carácter polémico y contradictorio está generando tensión social por el drama 
mismo, a tal punto que motiva al aparato estatal a desplegar acciones para transformar dicha 
realidad social. 
Por ello, para filtrar un problema público, Bardach (2003, citado por López, 2012) señala que 
es necesario un proceso de liberación retórica, donde la aceptación colectiva lo define como un 
problema público de atención, compromiso, alcance y solución por parte del Gobierno. Además, 
Torres y Santander (2013) afirman que, en las dinámicas políticas, las situaciones problemáticas 
se presentan con características diferentes según cada necesidad (tabla 2); es decir, el problema es 
el resultado de las dimensionas naturales de cada sociedad, lo que le permite tener patrones 
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diversos al momento de su intervención, ya que va cambiando en la medida que se va solucionando 
(figura 3).  
Tabla 2:  
Características del problema 
 
Fuente: Dunn (2008, citado por Torres y Santander, 2013, pp. 96-97). 
 
Figura 3: Filtración del problema 
Fuente: Dunn (2008, citado por Torres y Santander, 2013, pp. 96-97). 
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Identificar, dimensionar, ordenar, jerarquizar y estructurar el problema en el proceso de su 
delimitación es fundamental, mediante las distintas dinámicas y relaciones causales para su 
formación, las cuales permiten a su vez identificar los ejes de control, las herramientas y los 
insumos de solución y atención que abarquen las áreas de afectación, todo lo cual permitirá su 
conversión (figura 4). 
 
Figura 4: Estructura del problema 
Fuente: Martínez (2011, citado por Torres y Santander, 2013, p. 98). 
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1.3.4. Influencia de los movimientos sociales en los espacios de concertación, deliberación 
y acuerdo con los actores políticos frente a los problemas públicos 
La influencia de los movimientos sociales puede ser tanto proactiva como reactiva, conforme 
a los objetivos que se logren poner en los escenarios políticos de decisión (figura 5) al igual que 
las medidas de solución que se adopten para atender los problemas públicos; el resultado que se 
obtenga dependerá del fin que tengan los movimientos en cuanto a sus necesidades En este sentido, 
el éxito será total cuando se logre no solo la inclusión de un tema en la agenda del Gobierno, sino 
la adopción e implementación de la política pública como respuesta a la situación problemática; 
por el contrario, se tendrá un éxito parcial en la medida en que no se logre alcanzar la totalidad del 
fin, sino una fracción de este, que bien puede reflejarse solo en la adopción de un tema en la agenda 
y no en los demás. Por tanto, el papel de los actores sociales es fundamental en los procesos de 
formación de la agenda del Gobierno, mediante una participación coordinada y organizada de 
quienes los lideran, ya que esta permitirá que se alcancen aquellos fines que satisfagan sus 
necesidades. 
 En consecuencia, la identificación y la definición del problema es transcendental frente a la 
formación de la agenda, porque una vez filtrado permite su priorización como tema de atención 
para los actores políticos. Además, esa identificación posibilita que los resultados, diseños y 
decisiones a tomar sean factibles y ajustados a las demandas o necesidades sociales (figura 5).  
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Figura 5: Influencia de los movimientos sociales en el proceso decisional de las políticas 
públicas 
Fuente: López (2012, p. 178). 
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1.3.5. Formas de participación de los movimientos sociales en la formulación de las 
políticas públicas 
La incidencia de los movimientos sociales en la formulación de las políticas se da con la 
repercusión de estos en la agenda del Gobierno, en las diferentes etapas de formulación, 
implementación, monitoreo y evaluación (figura 6). En la primera fase, los movimientos sociales 
influyen en los campos de decisión del Gobierno con un “procesamiento racional”, en el que una 
sociedad democrática frente a los mecanismos de control del Gobierno logra un papel protagónico 
de participación en los escenarios políticos, porque ayudan a identificar y definir un problema, así 
como el de planear, elaborar y diseñar la mejor alternativa que satisfaga las demandas sociales. Al 
respecto, López (2012) expresa que dicho proceso de incidencia se da, por un lado, mediante la 
inclusión de temas en la agenda de Gobierno y, por otro lado, bajo la celeridad de asuntos políticos, 
en cuanto a sus procedimientos o contenido, que permitan un impulso en el avance y la adopción 
de respuestas que logren una acogida exitosa frente a las demandas sociales (tabla 3). 
 
Figura 6: Incidencia de los movimientos sociales en la formulación de las políticas públicas 
Fuente: Tapia et al. (2010, citados por Valencia, 2012, p. 486). 
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Tabla 3:  
Intervención de los movimientos sociales en el proceso de política 
 
Fuente: López (2012, p. 174). 
 
1.3.5.1. Formulación y promulgación 
En esta etapa la participación de los actores sociales es importante ya que se está en el proceso 
de elaboración y desarrollo de una política, por lo que los actores sociales deben prestar atención 
al diseño y al control de esta, para que las medidas a tomar ya sean proyectos, programas o 
acuerdos, entre otros, estén alineados y ajustados conforme a sus necesidades (figura 7).  
          
Figura 7: Formas de participación de los movimientos sociales en la fase de formulación y 
promulgación de la agenda 
Fuente: elaboración propia con base en Valencia (2012, p. 484). 
 
 
Fase de formulación y    - Facilitan las negociaciones con el Gobierno  
promulgación        - Ayudan al diseño de las posibles alternativas de solución  
               - Ayudan a promover soluciones de innovación 
               - Ayudan a formular soluciones viables y aceptables  
               - Ayudan a prevenir las posibles consecuencias negativas,  
                para reemplazarlas por alternativas de solución de 
                conflicto 
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1.3.5.2. Implementación 
En esta fase los actores sociales deben centrarse en las medidas adoptadas en la fase anterior, 
ya que serán puestas en marcha conforme a las diferentes decisiones tomadas por los representantes 
gubernamentales, a quienes les corresponde su ejecución bien sea a través de herramientas como 
las instituciones, para el cumplimiento de todo lo pactado y formulado.  
 
1.3.5.3. Monitoreo y evaluación 
En esta etapa los actores sociales deberán hacer seguimiento y control de todo aquello que se 
implementó; es decir, este es el momento en el cual se evalúa si las políticas públicas cumplieron 
con la tarea de atender y solucionar las necesidades de la sociedad, así como de comprobar, con la 
recolección de evidencias físicas o material probatorio, que las medidas tomadas cumplieron con 
los objetivos, fines y metas que se esperaban con su implementación (figura 8). 
 
Figura 8: Formas de participación de los movimientos sociales en la fase de monitoreo y 
evaluación 
Fuente: elaboración propia con base en Valencia (2012, p. 488). 
Es importante resaltar que dentro de la formación de la agenda los movimientos sociales 
tienen la posibilidad de influir de manera proactiva, en la medida en que logran acceso a redes 
institucionales de decisión, donde las dinámicas de fluidez están basadas por la interacción de estos 
 
                 - Identifican un problema  
 Fase de monitoreo y    - Ayudan a pensar en las etapas de la política para su evaluación 
   evaluación                 - Monitoreo de los programas o proyectos  
              - Ayudan a elaborar informes para la evaluación del producto  
               - Ayudan a difundir los resultados entre el sector público y  
               privado, para evaluar sus efectos  
              - Ayudan a identificar el camino por seguir por las  
               reflexiones frente al proceso 
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frente a las demandas sociales. Lo anterior implica un grado de confianza de los actores sociales 
en el qué y cómo hacer del Estado para la atención y solución de sus problemas, que a su vez 
propone una noción de éxito, por la intervención y coordinación de estos en cuanto a los temas 
que conforman la agenda de Gobierno.  
Siguiendo esta línea de pensamiento, es necesario analizar aquí el enfoque de accountability, 
ya que los movimientos sociales en este desempeñan un papel protagónico como esos actores de 
influencia y de control en los escenarios políticos; además, porque en el caso de estudio los actores 
sociales, a través de las movilizaciones, jalonaron procesos de incidencia política frente a la 
formación de la agenda de Gobierno, con mecanismos de participación ciudadana que en este 
enfoque están comprendidos en la denominada accountability vertical social. En este sentido, 
Escandón y Velásquez (2015) afirman que el mecanismo de accountability puede implicar en los 
escenarios sociopolíticos no solo más participación y mejor representación, sino que se logra 
además obtener mejores resultados en políticas públicas, como reflejo de un control, trasparencia, 
responsabilidad, rendición de cuentas, entre otros factores, posibilitados por la participación de los 
movimientos sociales, ONG y diferentes formas asociativas que exigen monitoreo a las 
autoridades. En palabras de Hernández (2011, citado por Escandón y Velásquez, 2015), lo anterior 
se traduce en “procesos de participación y movilización ciudadana como de trasformación de la 
gestión pública y reforma estatal” (p. 272). Asimismo, Schedler (2004, citado por Escandón y 
Velásquez, 2015) señala que la accountability “no se agota en la obligación de políticos y 
funcionarios de informar y justificar sus acciones, sino que enfatiza en la exigibilidad de cuentas 
como derecho ciudadano” (p. 272). Al respecto, señala este autor que dicho proceso establece un 
diálogo que incluye tres fases:  
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1) Información por parte de los servidores sobre las políticas y justificación de sus actos; 2) 
monitoreo de lo público desde actores estatales y sociales que exigen explicaciones, y 3) eventuales 
sanciones a políticos y funcionarios, en caso de que hayan violado sus deberes públicos. (p. 272) 
Estos procesos, para Schedler (2004), constituyen los tres pilares de la rendición de cuentas: 
información, justificación y sanción, que en conjunto, por un lado, permiten la presencia de todo 
control social e institucional para la protección de los derechos colectivos y, por otro lado, permiten 
el acceso a mecanismos de regulación y legalidad para protegerlos y garantizarlos. Siguiendo a 
Morales (2016), dentro de los procesos de control es necesario un espacio racional donde se pueda 
profundizar en tres dimensiones:  
1) informativa que busca saber qué ha sido o será hecho mediante la enunciación de hechos; 2) 
explicativa en la que se justifica lo hecho o por hacer, entregando razones, reflexiones y juicio, y 3) 
una dimensión exigitiva a la que le corresponde reconocer lo correcto y/o sancionar aquello que resulte 
erróneo. (p. 104) 
Las anteriores dimensiones, dentro de los procesos de control en las actuaciones estatales, 
permiten un autocontrol para avanzar, a través de sus gestiones u acciones, hacia un buen gobierno 
en el que se puedan mejorar las condiciones sociales. El Departamento Nacional de Planeación 
(DNP, s. f.), afirma al respecto que 
Uno de los mecanismos más efectivos para alcanzar la prosperidad democrática es el 
fortalecimiento institucional por medio del Buen Gobierno. El Buen Gobierno requiere de acciones 
concretas en el mejoramiento de la justicia, la lucha contra la corrupción, la observancia de los 
derechos humanos, la preservación del medio ambiente y la protección a la ciudadanía. Incluyendo el 
sector público, el sector privado por medio de la participación ciudadana y el sector empresarial con 
las manifestaciones de capital social e iniciativas de responsabilidad. 
 En este sentido, el enfoque de accountability obedece a dos procesos de rendición de cuentas, 
que reflejan la relación que existe entre el que rinde cuentas y aquellos quienes las exigen. Autores 
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como Escandón y Velásquez (2015) distinguen cuatro tipos de accountability: horizontal, vertical-
electoral, social y transversal (figura 9). 
 
Figura 9: Tipos de accountability 
Fuente: elaboración propia con base en Duque (2013), Morales (2016) y Escandón y Velásquez (2015). 
La accountability horizontal, señalan Escandón y Velásquez (2015), hace referencia a  
[…] agencias estatales que tienen autoridad legal y están tácitamente dispuestas y capacitadas 
para emprender acciones que van desde el control rutinario hasta sanaciones legales o incluso 
impeachment en relación con actos u omisiones de otros agentes o agencias del Estado que pueden, en 
principio o presuntamente, ser calificadas como ilícitas. (p. 273) 
Aquí, el control lo ejercen las instituciones a través de entidades territoriales que conforman 
cada una de las ramas del poder y las que hacen parte del sistema de peso y contrapeso en el 
ejercicio del control de sus funciones; además, señalan las autoras, que dicho control lo hacen 
también las instituciones u órganos de controles nuevos, distintos a las ramas Legislativa, Ejecutiva 
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por parte del Estado, donde este se vigila a sí mismo. Por su parte, Duque (2013) manifiesta que 
este tipo de accountability es  
…un sistema intraestatal en el que los intercambios se producen ente una red de agencias del 
propio Estado que se controlan y equilibran mutuamente, se castigan acciones u omisiones por parte 
de agentes o agencias del Estado y emergen cuando surgen acciones ilegales o casos de corrupción. 
(p. 231)  
Afirma, además, que este tipo de control presenta algunas limitaciones, en cuanto a la falta de 
espacios y mecanismos que posibiliten una participación de la sociedad que le permita ejercer 
control por medio de veedurías; por ser un control reactivo e intermitente, solo actúa cuando se 
presentan casos de corrupción o infracción de la ley por parte de actores políticos o 
gubernamentales, lo que genera un choque de poderes en ejercicio de sus funciones frente a los 
sistemas de control (Morales, 2016, p. 232). 
Por otra parte, está la accountability vertical que, a diferencia de la anterior, implica un 
proceso externo a las agencias propias del Estado, donde la inspección es ejercida como un control 
social que se traduce en un proceso de decisiones desde abajo “base social”, en el que se exige una 
rendición de cuentas a las autoridades. Este tipo de accountability abarca dos formas de control: 
por un lado, está el electoral, que Escandón y Velásquez (2015) presentan como “medios de 
elecciones libres, los ciudadanos pueden, en principio, castigar o premiar a sus gobernantes, 
votando a favor o en contra de ellos en futuros comicios” (p. 273); en palabras de Duque (2013), 
este tipo de control “funciona de forma retrospectiva a través del balance que el elector hace de su 
gobernante, de sus políticas, de sus acciones, programas, conductas y comportamientos, de sus 
decisiones y la de su cuerpo de funcionarios” (pp. 234-235), como una evaluación que hacen los 
ciudadanos de manera individual frente al actuar de sus elegidos. Afirma además el autor, que este 
tipo de accountability “limita o restringe el comportamiento de los gobernantes y las características 
de la gestión pública de forma indirecta, ya que el método es sesgado a un tipo de control electoral”: 
al circunscribir el juicio de quienes intervienen popularmente, se excluye el criterio de quienes no 
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fueron elegidos y, de esta manera, no se logra una efectiva rendición de cuentas en las democracias 
representativas, porque no se controla o evalúa todo el aparato burocrático.  
En este sentido, Morales (2016) ratifica dichas limitaciones y adiciona que, como la gestión 
de control se ejerce al final, esto hace que el mecanismo sea limitado en su ejercicio, por ser un 
proceso ex post que carece de integralidad en su evaluación, al no cubrir o controlar todo el proceso 
desde sus inicios hasta el final, arrojando como resultado la falta de responsabilidad por parte de 
dichos actores institucionales. Asimismo, Escandón y Velásquez (2015) identifican tres tipos de 
límites en este tipo de control:  
1) Al ser una única vez cada cierto tiempo, las instituciones electorales ofrecen un poder muy 
limitado a los votantes de castigar o permitir muchas decisiones tomadas por sus gobernantes; 2) 
resulta muy difícil saber si el voto de un individuo responde a criterios prospectivos o retrospectivos, 
y 3) Las asimetrías de información no permitirían al ciudadano hacer una evaluación completa de los 
funcionarios. (p. 274)  
Por otro lado, con respecto a la accountability vertical social (segundo tipo de control), 
Escandón y Velásquez (2015) señalan que esta surge como una nueva alternativa para controlar a 
aquellos funcionarios públicos que fueron designados, pero también a aquellos que fueron elegidos 
popularmente; a diferencia de la electoral, esta presenta un control más amplio, a través de 
mecanismos como los movimientos ciudadanos y la mediatización, que buscan visibilizar sus 
inconformidades denunciando públicamente las ilegalidades que dentro de la gestión pública se 
cometen. Asimismo, Morales (2016) refiere que este tipo de accountability es una ventaja de poder 
que se puede aplicar en todo momento —no como la electoral, con la que se ejerce el control al 
final—; es decir, es un proceso de monitoreo ex-ante, durante y ex post de las actuaciones que 
ejercen los actores institucionales. Esto permite cierto grado de transcendencia frente al control 
que se ejerce durante el ciclo de las políticas públicas que, en palabras de Morales, indica que la 
transcendencia está es que “puede monitorearse el proceso total de la política pública que incluye 
el diseño, la implementación y el balance de resultados” (p. 106). En efecto, para que se constituya 
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este tipo de accountability, señalan Peruzzoti y Smulovitz (2002, citados por Escandón y 
Velásquez, 2015), deben de existir tres procesos:  
1) Grupos sociales organizados que se movilicen con un propósito particular (dimensiones 
movilizacionales); 2) medios de comunicación que actúen como replicadores de las acciones de otros 
movimientos sociales o que desarrollen sus propias investigaciones (dimensión mediática), o 3) 
individuos o grupos de individuos que activen mecanismos judiciales regulares, ya sean nacionales o 
internacionales (dimensión jurídica). (p. 274) 
Con base en lo anterior, y siguiendo a Duque (2013) quien afirma que este tipo de 
accountability ha tenido incidencia en los escenarios políticos desde la década de los noventa, 
donde no solo se les ha exigido a los funcionarios públicos una rendición de cuentas acerca de la 
orientación de los recursos públicos sino también la justificación de sus decisiones, que se espera 
estén ajustadas a lo establecido en las leyes. 
En suma, se puede concluir que de las dos formas de accountability (horizontal y vertical); la 
que mejor representa el monitoreo y el control de la gestión pública es la vertical social, por las 
ventajas que ofrece en los escenarios políticos sociales, en los que influye como un mecanismo 
importante; por una parte, porque ha logrado visibilizar la labor de la gestión pública al hacer 
oficiales sus actos y decisiones, los cuales en otros tiempos eran sesgados y realizados a puerta 
cerrada y, por otra parte, por los espacios de participación social que han hecho transición de una 
democracia representativa a una participativa. Al respecto, señala la Corte Constitucional en la 
sentencia C-180 de 1994 (citado por Morales, 2016), que el principio de participación democrática  
No solo es un sistema de toma de decisiones, sino un modelo de comportamiento social y político 
fundamentado en los principios del pluralismo, la tolerancia, la protección de los derechos y libertades, 
así como una gran responsabilidad de los ciudadanos en la definición del destino colectivo. (p. 108) 
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2. Estudio de caso: la violencia armada en Buenaventura 
 
 
En este capítulo se lleva a cabo un estudio de las condiciones sociales del Distrito de 
Buenaventura, analizadas como un problema público de inclusión como tema en la agenda de 
Gobierno, que requirió atención inmediata y solución mediante políticas públicas. En dicho 
análisis se describen: 1) aspectos generales sobre la localización de Buenaventura y el problema 
público; 2) presencia de grupos al margen de la ley y bandas criminales; 3) formación de los 
movimientos sociales en el distrito, y 4) posicionamiento y visibilización del problema público en 
Buenaventura.  
 
2.1. Aspectos generales de la localización de Buenaventura y su problemática pública 
El Distrito de Buenaventura, por su ubicación geográfica (figura 10) es considerado como el 
puerto más importante del Pacífico colombiano5. Limita al norte con el departamento del Chocó, 
al sur con el Cauca y al occidente con los municipios de Jamundí, Dagua, Cali y Calima. Tiene 
aproximadamente 400.000 habitantes, con una población mayoritaria de afrodescendientes, cuyos 
primeros habitantes fueron esclavos traídos de África, también conocidos como cimarrones6; 
cuenta además con residentes indígenas7 y, en menor porción, con una población de mestizos.  
                                                             
5 La región del Pacífico colombiano está compuesta de cuatro subregiones, por los departamentos que limitan con 
el océano Pacífico: la subregión chocoana (treinta municipios), la nariñense (diez municipios), la caucana (tres 
municipios) y la del Valle del Cauca (un municipio) (González, 2017, p. 45). 
6 En Colombia, así como en Venezuela y Cuba, cimarrón fue la denominación que recibió la población negra esclava 
fugitiva que escapaba de su cautiverio. La población cimarrona se asentó en distintos lugares del país, siendo la costa 
Pacífica la región que más acogió su llegada, donde establecían poblados y comunidades de economía solidaria 
(González, 2017, p. 46). Ver más en Movimiento Nacional Cimarrón (s. f.). 
7 “Si bien no se tiene claridad histórica respecto a los poblamientos indígenas en la región, los indígenas que debieron 
enfrentar a los invasores los podemos ubicar como pertenecientes a la cultura chibcha. Sus descendientes actuales 
son las comunidades conocidas como waunanas, emberas y cunas, cuyas concentraciones humanas más 
importantes las encontramos al norte del río San Juan, hacia el Chocó, y el Atrato” (Valencia Llano, 2014, citado por 
González, 2017, p. 46). 
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Desde este puerto se envía al exterior el 80 % del café y el 60 % de todo el comercio 
internacional marítimo del país. Dichas actividades portuarias hacen de esta una de las actividades 
económicas más significativas de la región, por la comercialización no solo local sino nacional e 
internacional; es, a la vez, uno de los lugares más biodiversos y ecosistémicos del país8. Pero estas 
características no han sido suficientes para que sus pobladores superen los índices de pobreza, ya 
que Buenaventura es una “de las ciudades más pobres del país, el 80,6 % de la población vive en 
situación de pobreza” (Comisión Internacional de Justicia y Paz, 2015, p. 8).  
Es el municipio más grande en toda la región del Pacífico y el de mayor extensión del 
departamento del Valle del Cauca (González, 2017, p. 45). Se encuentra a orillas de la bahía de 
Buenaventura; está a una distancia de 121 km por carretera de Cali, ciudad de la que se encuentra 
separado por la Cordillera Occidental, y a 528 km de Bogotá, la capital del país. El municipio está 
dividido en 12 comunas, de las cuales 4 pertenecen a la zona insular y 8 a la zona continental. Las 
comunas económicamente más importantes son las localizadas en la isla de Cascajal, pero la más 
poblada es la número 12, que está ubicada en la zona continental de acceso a la ciudad (figura 11).  
 
 
Figura 10: Ubicación geográfica de Buenaventura 
Fuente: CNMH (2017, citado por González, 2017). 
 
                                                             
8 De acuerdo con el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), la mayor parte del territorio de Buenaventura y 
Chocó es, en orden de relevancia, de conservación, forestal, pecuaria y agrícola, mientras que el departamento del 
Valle se dedica sobre todo a las actividades pecuarias y agrícolas. “Estos resultados dejan ver cómo Buenaventura, 
siendo parte del Valle, presenta unas características físicas muy diferentes a este, y muy similares a uno de los 
departamentos más pobres y aislados de Colombia” (González, 2007, p. 46). 
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Figura 11: Distribución de las comunas en Buenaventura 
Fuente: Quintero (2019). 
El Distrito, a pesar de sus características especiales y de ser el puerto más importante del 
Pacífico colombiano es a la vez uno de los lugares más violentos del país, ya que ha sufrido de 
manera intensa el conflicto armado por más de dos décadas, debido a la presencia de actores 
ilegales que buscan el control del territorio para el desarrollo de actividades ilícitas, por su fácil 
acceso al mar, así como el de las rentas ilegales por el tráfico y el microtráfico de armas de fuego 
y estupefacientes, mediante vacunas, extorsiones y la conformación de carteles de contrabando y 
narcotráfico, entre otros.  
Dicha situación ha disparado los indicadores de violencia y criminalidad organizada 
(masacres, homicidios, secuestros, torturas, desmembramientos, desplazamiento forzado, 
desaparición forzada, etc.), que entre 1990 y 2014 dejó un total de 152.837 personas víctimas del 
desplazamiento forzado (CNMH, 2015). Lo anterior significó el incremento de la violencia 9 
armada y su categorización como un problema público por la afectación negativa al bienestar, a la 
convivencia social, al desarrollo y al progreso de sus pobladores. Aunque las demandas sociales 
de los bonaverenses son muchas —incluidas las necesidades básicas insatisfechas (NBI)—, la 
violencia armada fue el tema que se priorizó, al requerir una inmediata intervención por parte del 
Gobierno nacional, debido a la inseguridad (pública, económica, política, social) que generó, a 
través de medidas y acciones concretadas en políticas públicas específicas que abordaran esta 
problemática de manera integral, o que al menos trataran de mitigar sus impactos negativos. Esta 
                                                             
9 La violencia es el rastro más visible de la acción colectiva, tanto en la cobertura que los medios contemporáneos 
ofrecen como en el registro histórico (Tarrow, 1998).  
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situación confluyó en movilizaciones sociales, las cuales buscaron captar la atención estatal al 
hacer visible dicho problema público, para motivar al Gobierno central a actuar y a intervenir, lo 
que derivó en una influencia exitosa al convertir el problema en un tema de formación de la agenda 
del Gobierno nacional, en la que el expresidente Juan Manuel Santos, en el 2014, inició el Plan de 
Choque para Buenaventura, con el que asumió compromisos tendientes no solo a resolver la 
emergencia puntual, sino también de atender de manera integral sus NBI (agua potable, salud, 
educación, infraestructura, recreación, entre otros). 
 
2.2. Presencia de grupos al margen de la ley y bandas criminales  
Por su ubicación geográfica, Buenaventura tiene una posición estratégica que lo hace un 
municipio atractivo para los actores ilegales, por sus rutas de acceso fluvial y actividades 
comerciales, que lo constituyen según Carrillo (2014) en “un corredor de movilidad para el 
contrabando de bienes y tráfico/microtráfico de armas y estupefacientes” (p. 6). En este escenario, 
los grupos al margen de la ley y las bandas criminales aprovechan la falta de presencia estatal y de 
fuerza pública, así como de la corrupción de sus dirigentes para arremeter contra la sociedad. Estas 
circunstancias han permitido que dichos grupos ilegales inicien una guerra por el control del 
territorio, en la que la población ha tenido que sufrir de manera permanente actos de barbarie que 
han violado sus derechos humanos en diferentes modalidades: desapariciones forzadas; torturas; 
homicidios; actos de violencia física extrema, de género y sexual; reclutamiento; desplazamiento 
forzado; desmembramientos; secuestros; extorsiones, entre otros.  
El conflicto armado10 en el Distrito de Buenaventura es un fenómeno que se ha presentado 
por más de dos décadas11, donde grupos armados ilegales como las Farc-EP han hecho presencia 
                                                             
10 “Se debe entender conflicto armado tardío como el escenario de disputa entre guerrilla y grupos paramilitares, 
así como agentes del Estado por el control del territorio. Mientras que en regiones como los Llanos Orientales, el 
Tolima o los Santanderes el conflicto armado tuvo origen hacia mediados de los años sesenta, la violencia 
relacionada con los actores armados ilegales tendría eco solo hasta principios de la década de 1990” (CNMH, 2013, 
citado por González, 2007, p. 53).  
11 Un conflicto armado y violento que tiene dos momentos fundamentales: uno en los últimos meses de 1990, con 
una presencia hegemónica de las Farc-EP en el Pacífico del Valle del Cauca, y otro con la arremetida paramilitar y el 
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desde finales de los años ochenta, desencadenando una guerra por el dominio del territorio. Al 
respecto, Valencia y Mancilla (2016) señalan: 
Entre los años 2000 y 2005 se presenta un periodo caracterizado por numerosas masacres 
mediadas por el posicionamiento de los actores armados para ejercer control territorial, controlar las 
rutas del narcotráfico, sitios estratégicos donde están planificados los megaproyectos y el control de 
los recursos naturales. (p. 11)  
Para el Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH, 2014), la violencia y el conflicto que 
se vivió en Buenaventura12 y sus alrededores se dio, en parte, por la ubicación geográfica de este 
municipio, que ofrece a los grupos ilegales una posición estratégica para realizar sus actividades 
pero, a la vez, se presentan enfrentamientos con la fuerza pública, la cual es débil para controlar 
los ilícitos por la falta de apoyo estatal, haciendo que las actividades ilegales cobren auge, fuerza 
y rentabilidad para quienes las practican. Siguiendo a Carrillo (2014), dichos grupos al margen de 
la ley para su financiamiento exigen vacunas a quienes trabajan la minería ilegal en la zona y 
extorsionan a comerciantes y transportadores públicos, vendedores ambulantes, tenderos, entre 
otros, quienes para poder vender o comercializar sus productos deben cancelar una cuota que 
equivale al permiso por parte de estos ilegales para el desarrollo de sus actividades, pero también 
al pago de una supuesta “seguridad” que estos les brindan. 
Además, como afirma Romero (2014) en la parte introductoria de su investigación, “la 
presencia de bandas criminales como ‘Los Urabeños’ —o Clan Úsuga—, ‘Los Rastrojos’, ‘La 
Empresa’, las milicias urbanas de las Farc y del ELN, y otra serie de organizaciones ilegales”, así 
como la presencia del Bloque Calima (figuras 12 y 13), que se desmovilizó13 en el 2004, hacen de 
la situación de Buenaventura un problema público relevante y de interés estatal.  
                                                             
ingreso del bloque Calima; el otro momento clave: la dinámica después de la desmovilización de este bloque, en 
2004, específicamente del Frente Pacífico en Buenaventura (Gutiérrez, 2015).  
12 De los 400.000 habitantes en Buenaventura, más de 160.000 se han acreditado como víctimas. Entre 1999 y 2003, 
los paramilitares cometieron 26 masacres en el municipio (CNMH, 2014). 
13 La desmovilización del Bloque Calima se realizó el 18 de diciembre del 2004 en Bugalagrande (Valle del Cauca). 
“En el proceso de desmovilización participaron 564 combatientes —entre ellos 27 menores de 18 años— que 
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Figura 12: Presencia de grupos ilegales en Buenaventura 
Fuente: El Espectador (2015). 
 
                                                             
entregaron 451 armas” (Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento [CODHES], 2013, citado por 
González, 2007, p. 55).  
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Figura 13: La presencia de Los Urabeños y La Empresa en Buenaventura, 2013 
Fuente: Fundación Ideas para la Paz (FIP) (2014, citado por Escobar, 2014). 
Estos escenarios de efectos negativos (Valencia y Chica, 2016) han llevado a que los grupos 
empoderados se aprovechen hasta de los niños menores de catorce años, como afirman Valencia 
y Mancilla (2016, p. 16), quienes son usados como campaneros, y los mayores de catorce para ser 
reclutados como combatientes para el ejercicio de sus ilícitos. 
Asimismo, Human Rights Watch (2014) señala que la violencia desmedida dejó a más de mil 
personas víctimas de homicidios, por parte de un exjefe de los grupos ilegales en la zona. Según 
investigaciones llevadas a cabo por la Fiscalía General de la Nación, los hechos son atribuidos a 
los enfrentamientos de las Autodefensas Unidas De Colombia (AUC) para el periodo 2000-2001 
(figuras 14 y 15). 
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Figura 14: Masacres en el municipio de Buenaventura, 1995-2013 
Fuente: Posada (2015). 
 
 
Figura 15: Homicidios en Buenaventura por meses, enero del 2010-marzo del 2014 
Fuente: FIP (2014, citado por Escobar, 2014).  
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En efecto, el fenómeno de desplazamiento forzado (tabla 4) se ha desencadenado a raíz de 
circunstancias causales como amenazas, terrorismo, reclutamiento, trata de personas, entre otras. 
Esto deja, como indica Human Rights Watch (2014), un promedio aproximado de 10.000 
residentes desplazados de sus hogares cada año, lo que equivale a un 84 % de la población, según 
el censo realizado por el Gobierno en el 2005. 
Tabla 4:  






Fuente: Human Rights Watch (2014).  
Por otra parte, la situación de violencia desatada por los grupos armados generó modalidades 
como tortura, desmembramiento o descuartizamiento de personas, dando pie al boom de las 
llamadas “casas de pique”, sitios destinados para la tortura y el descuartizamiento de personas 
vivas donde, según investigaciones adelantadas por la Fiscalía General de la Nación, se descubrió 
“la existencia de fosas comunes donde aparecieron cuerpos desmembrados”, información que el 
sacerdote John Reina, Director de la Pastoral Social de la Diócesis de Buenaventura, comunicó a 
través de VerdadAbierta.com (2015). Lo anterior dejó un total de 299 personas desaparecidas para 
el periodo 2006-2013 (tabla 5), donde muchos de estos actos quedaron en la impunidad; era tal el 
hostigamiento de dichos actores ilegales que los habitantes del municipio no tenían derecho a 
transitar dentro de sus propios barrios o por comunas diferentes a aquellas en las que residían. 
Año Residentes Posición nacional 
2013 13.468 1 
2012 15.191 1 
2011 22.028 1 
2010 4.798 3 
2009 4.481 3 
2008 14.877 1 
2007 15.443 2 
2006 13.537 1 
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Según la nota de prensa de VerdadAbierta.com (2015), en la que se informa que un 
funcionario de la Personería —que solicitó no revelar su identificación— manifestó que  
[…] los cuerpos desmembrados encontrados en días pasados en el barrio El Progreso por 
investigadores del Cuerpo Técnico de investigación (CTI) de la Fiscalía, corresponden a dos víctimas 
que desaparecieron en diciembre pasado y que en ese sitio fueron hallados cuatro fosas con varios 
restos óseos y una casa de pique.  
Siguiendo a Carrillo (2014), en su investigación manifiesta que, según datos del Registro 
Nacional de Desaparecidos, la Defensoría del Pueblo reportó para el 2013 un total de 78 casos. 
Human Rights Watch (2014, citado por Carrillo, 2014) señala al respecto:  
En varios de los barrios, los residentes denuncian que existen “casas de pique”, donde los grupos 
desmiembran a sus víctimas. Varios residentes con quienes hablamos indican que han escuchado a 
personas que gritaban e imploraban piedad mientras eran desmembradas en vida. En marzo de 2014, 
luego de que investigadores judiciales encontraran manchas de sangre en dos presuntas “casas de 
pique” en la ciudad, la Policía indicó que había identificado varios sitios donde víctimas habían sido 
descuartizadas vivas antes de que sus restos se arrojaran al mar. (p. 7)  
Ahora bien, la nota publicada por Suárez (2014) en el sitio web de Humanitarian Response 
manifiesta que el Comité Interinstitucional Humanitario (CIH)  
[…] es el espacio de coordinación humanitaria en Buenaventura. Está integrado por 
organizaciones locales como la Pastoral Social y el Proceso de Comunidades Negras (PCN); el 
Ministerio Público; agencias del Sistema de Naciones Unidas y ONG internacionales, fue creado en 
2007 con la intención de unir esfuerzos y tener una visión común sobre el impacto humanitario y social 
del conflicto que atraviesa desde hace varias décadas el distrito de Buenaventura.  
En el 2012 se presentaron cerca de 5000 personas desplazadas de la zona urbana, emergencia 
que se vivió de manera similar en el año siguiente y que persistió hasta el 2014, cuando se elaboró 
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un boletín humanitario para alertar al Gobierno nacional frente a la situación de crisis humanitaria. 
También se tiene información de que  
La Fiscalía tiene unas 840 investigaciones sobre presuntas desapariciones cometidas en las dos 
últimas décadas; a través de información suministrada por el aparato judicial a Human Rights se tiene 
que en 205 de esas investigaciones se han imputado cargos a presuntos responsables. (Fiscalía General 
de la Nación, 2015) 
Tabla 5: 











2013 38 1 2 18 1 
2012 33 3 1 8 1 
2011 39 1 1 22 1 
2010 43 4 5 24 1 
2009 20 0 1 n/a 4 
2008 63 0 0 42 1 
2007 50 0 1 44 1 
2006 24 1 0 n/a 2 
* Personas denunciadas como extraviadas en Buenaventura que las autoridades presumen fueron víctimas de 
desapariciones. 
** Cantidad de personas denunciadas como extraviadas y que las autoridades presumen fueron víctimas de 
desapariciones en el segundo municipio colombiano con mayor número total de desaparecidos. 
Fuente: Registro Nacional de Desaparecidos (2014, citado por HRW, 2014).  
Estos acontecimientos negativos de violencia y terror llevaron, a finales del 2013, al Defensor 
del Pueblo Jorge Armando Otálora a alertar al Gobierno nacional, así como a las autoridades 
civiles, militares y de policía, acerca de la crisis humanitaria que vivían los bonaverenses a través 
del Sistema de Alerta Temprana (SAT)14, al reportar 187 homicidios sucedidos en el 2013; según 
datos de la Fiscalía General de la Nación, en ese año se reportaron asimismo 73 desapariciones 
                                                             
14 Nota de seguimiento N.° 001 del 2014 (citado por Carrillo, 2014, p. 6). 
Movimientos sociales y políticas públicas: caso de Buenaventura  54 
forzosas, situación que persistió al año siguiente con un total de 44 desaparecidos. A su vez, 
Medicina Legal reportó 195 homicidios para el 2013 y 153 ocurridos en el 2014 (El Pueblo, 2015). 
Dichas alertas se emitieron con el fin de llamar la atención del Estado y de las autoridades para 
que reforzaran sus medidas de protección de los derechos fundamentales de los habitantes del 
puerto de Buenaventura. 
 Asimismo, la Personería de Buenaventura, según reportes de la Fiscalía General de la Nación, 
reportó que en el 2013 se recibieron 35 casos de denuncias: por un lado, el intento de reclutamiento 
forzado que estaba afectando específicamente a víctimas entre los 17 y 25 años de edad, frente a 
lo cual el Defensor, luego de realizar un seguimiento del riesgo de los habitantes por el conflicto 
armado, mediante el SAT manifestó en ese mismo año que la banda criminal denominada La 
Empresa “había mantenido reuniones en un barrio donde anunciaron que los niños de los 14 años 
se usarán como combatientes”. En el Boletín 9380 de la Fiscalía General de la Nación (2015) se 
expresa que 
Human Rights Watch entrevistó a padres de dos familias que vivían en distintos barrios, quienes 
señalaron que los grupos sucesores habían intentado reclutar a sus hijos de 16 y 17 años, y que 
finalmente los jóvenes debieron irse de la ciudad para que no los obligaran a unirse al grupo. En uno 
de los casos Los Urabeños les dijeron a los jóvenes que matarían a su madre o padre si no se unían al 
grupo, según contó uno de los padres. 
Por otro lado, se recibieron denuncias por desplazamiento forzado, frente a lo cual la 
Personería indicó que cerca de unas 100 familias debieron abandonar sus viviendas a raíz de los 
enfrentamientos armados entre los grupos ilegales, lo que incrementó también el riesgo de 
violencia sexual, según los registros de la Alta Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos 
(citado por Carrillo, 2014), donde se informa que “el 52 % de las mujeres han sufrido algún tipo 
de maltrato físico con posterioridad al desplazamiento forzado y 36 % han sido forzadas por 
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desconocidos a tener relaciones sexuales” (p. 8). Lo anterior se evidencia en los testimonios de las 
víctimas:  
Una noche mientras dormíamos un integrante de un grupo armado ilegal, “muy amigo” de mi 
esposo, se metió armado y me violó, amenazándome con matar a mi esposo y a mis hijos. Regresó en 
repetidas ocasiones y me obligaba a estar con él, bajo amenazas de muerte contra mis hijos, era una 
zozobra tener que acostarse con quien no quieres… era tu vida o tu vida. No aguanté más y me fui a 
vivir a otro barrio, hace un tiempo lo volví a ver en el barrio en el que estoy viviendo ahora, él también 
vive allí, convive con una conocida, me aterroriza… a veces lo saludo para demostrarle que ya no me 
da miedo. (Carrillo, 2014, p. 8) 
En consecuencia, la intensidad del conflicto armado que vulneraba los derechos humanos de 
los bonaverenses, por la gravedad de sus actos desmedidos de violencia, hizo de este un problema 
público que requería inmediata atención por parte del Gobierno central, ya que la situación era 
insostenible para el Distrito e invivible para sus habitantes, lo que requería una solución a través 
de políticas públicas eficientes y eficaces que mitigaran los impactos negativos. 
 
2.3. Formación de los movimientos sociales en Buenaventura 
Por la situación histórica de abandono por parte del Gobierno Nacional; los abusos aberrantes 
por parte de integrantes de grupos ilegales que han llevado a una violencia letal15 en el Distrito, y 
por la falta de respuesta estatal frente a la agresión y vulneración de los derechos humanos, los 
movimientos sociales han sido una constante desde mediados del siglo XX, donde los pobladores, 
familiares de las víctimas, grupos comunitarios, entre otros actores civiles, han unido sus voces 
                                                             
15 “La violencia en Buenaventura no solo se explica por la ubicación estratégica para los actores armados, sino por 
una disputa entre modelos de vida. Uno ligado a la cultura afrocolombiana, el otro soportado en la perspectiva del 
capital transnacional. Esta disputa se configura a través del territorio, el cual es donde tienen lugar los proyectos, 
pero también el espacio donde se configura la vida de los habitantes afrocolombianos” (González, 2017, p. 51). 
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por la lucha y la defensa de sus derechos a la vida, al territorio y a la identidad. En este escenario 
se forma una representación social, conformada por diferentes movimientos sociales entre las 
décadas del ochenta y del noventa, como afirma el CNMH (2015): 
El movimiento de la CNC (Coordinadora Nacional de Comunidades Negras) al PCN (Proceso de 
Comunidades Negras), en 1991 se da el surgimiento de la Asociación de Cabildos Indígenas del Valle 
del Cauca-Regional Pacífico (1997) y la creación de Organizaciones Eclesiásticas como la Pastoral 
Afro (CEPAC). De igual manera en 1999 surgió la AFRODES (Asociación de Afrocolombianos 
Desplazados), lo cual evidencia la relación del conflicto armado en el Pacífico a finales de esta década. 
(p. 374) 
La influencia e incidencia de estos movimientos concluyó en la Asamblea Nacional 
Constituyente y, posteriormente, en la formulación de la Ley 70 de 1993 (CNMH, 2015, p. 375); 
la formación de estas organizaciones sociales promovió el florecimiento de las diversas formas de 
acciones colectivas para la participación en los procesos de diseño y formulación de políticas 
públicas, mediante la expresión, consolidación y empoderamiento de estos nuevos actores sociales 
frente al Estado. En dicho contexto se generaron procesos de transformación ideológica por la 
capacidad de gestionar, promover e influir en los sistemas políticos, que a su paso van generando 
una y globalización de las comunidades afro en escenarios político-estatales, económicos y de 
desarrollo, en aspectos relacionados con la toma de decisiones y la elaboración de políticas 
públicas. 
A causa del incumplimiento por parte del Gobierno nacional de los compromisos adquiridos 
en materia de intervención económica, social, cultural y política en el territorio para reducir las 
brechas ocasionadas por la pobreza, la exclusión y la falta de oportunidades, las cuales no le han 
permitido al Distrito avanzar y a sus habitantes gozar de una mejor calidad de vida, a pesar de la 
gran productividad económica del puerto esta solo representa para el país el 5,6 % del producto 
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interno bruto (PIB) (El Tiempo, 2015), valor que no tiene significado en el Distrito por la poca 
inversión que recibe, situación que refleja el olvido Estatal en el que ha permanecido sumergido 
históricamente. Bonet-Morón, Reina-Aranza y Ricciullin-Marin (2018) en su investigación 
señalan que 
Lo cierto es que los principales indicadores económicos y sociales son consistentes en las 
peticiones de las protestas cívicas. En el caso de Quibdó, el porcentaje de personas con Necesidades 
Básicas Insatisfechas (NBI) no ha presentado gran avance en las últimas décadas: pasando de 86 % en 
1973 a 90 % en 2005. Por su parte Buenaventura, a pesar de una reducción de 40 puntos porcentuales 
en el mismo periodo, en 2005 el NBI continúa ubicándose por encima del total nacional (36 % en 
Buenaventura frente a 28 % para el total nacional). 
Esta situación ha llevado a la población a movilizarse para protestar por los rezagos 
económicos, sociales, políticos y, en los últimos años, por el incremento de la violencia armada 
que ha terminado en una crisis humanitaria para el Distrito. A partir de lo anterior, es posible 
identificar tres fases de resistencia según la investigación llevada a cabo por el Centro Nacional de 
Memoria Histórica (2015): la primera surgió con las organizaciones sociales en pro del 
reconocimiento étnico y de los derechos colectivos (1950-1999); la segunda (2000-2004) estuvo 
relacionada con la resistencia a la barbarie y la defensa de los derechos humanos, a raíz del ingreso 
de los paramilitares y la escalada de la violencia, época en la que se creó la Capilla de la Memoria, 
donde se exponen las historias de las víctimas por medio de una galería fotográfica, con el fin de 
reconstruir memorias. El 9 de abril es la fecha en la que se conmemora el Día Nacional de la 
Memoria y Solidaridad con las Víctimas (Unidad de Víctimas, 2015), conmemoración promovida 
por la Minga y la Memoria, y se concentró en varias actividades como la marcha de velas en la 
noche, cuyo objetivo era el de enterrar la violencia. Por su parte, las conmemoraciones de los años 
2016 y 2017 tuvieron ocasión en la isla Cascajal: en el 2016 se realizó en la sede de la Fundación 
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de Espacios para la Convivencia y el Desarrollo (FUNDESCODES), ubicada en el barrio Lleras, 
y en el 2017 se llevó a cabo en el Espacio Humanitario del barrio La Payita, sector Puente Nayero, 
barrios en los que se vivió una fuerte ola de violencia.  
Por último, en la tercera fase (2005-2014) emergieron varias organizaciones lideradas por 
mujeres y jóvenes que tomaron las banderas por la defensa de los derechos de las víctimas, la 
recuperación de la memoria para la dignificación de las personas asesinadas o desaparecidas, y la 
defensa por el territorio desde una dimensión urbana (CNMH, 2015, pp. 372-381). Fue así como 
en el 2009 surgió la organización juvenil Transformando Mentes, la cual incorporó dentro de sus 
estrategias de trabajo “el discurso de la defensa del territorio y comenzó a realizar acciones para 
evitar que niños, niñas y jóvenes fueran involucrados con grupos armados. Propósito que se 
lograría a través del arte, la danza y la cultura” CNMH (2015, p. 381). También se consolidaron 
las organizaciones lideradas por mujeres, las cuales se enfocaron en el fortalecimiento emocional 
de las víctimas de desplazamiento forzado, desaparición forzada y violencia sexual.  
Asimismo, diversas agrupaciones trabajaron por la documentación de los casos de víctimas 
de masacres, desaparición forzada: Madres por la Vida y el Grupo de Mujeres de Triana (CNMH, 
2015, p. 384). Además, Buenaventura cuenta con 110 organizaciones (entre estas Asociación de 
Parteras Unidas del Pacífico [ASOPARUPA]; Asociación Mujeres de la Confección; Consejo 
Comunitario Vereda La Gloria; Corporación para el Bienestar Integral [CORBIP]; Fundación Arco 
Iris Siglo XXI; Fundación Tura Hip Hop; Fundación Creciendo Juntos; Fundación por un Futuro 
Mejor [FPMM]; Fundación Social por el Desarrollo del Ser-Vida Digna; Gestoras y Asesoras 
Ambientales [GAMBIE]; Mujeres Protagonistas del Desarrollo de Buenaventura; Rostros & 
Huellas del Sentir Humano, entre otras), y 26 consejos comunitarios de comunidades negras, los 
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cuales luchan incesantemente por mejorar sus condiciones de marginalidad, exclusión y falta de 
oportunidades. 
Lo cierto es que la resistencia en Buenaventura surge de manera espontánea y creativa, a pesar 
de la falta de apoyo institucional y financiero, y contra toda adversidad. Actualmente continúan 
las protestas y las manifestaciones lideradas por parte del Comité del Paro Cívico (CPC), debido 
al incumplimiento por parte del Gobierno en lo referente a los acuerdos pactados en el Plan de 
Choque para Buenaventura, Tumaco y el Pacífico. Al respecto, el periódico El País (2019) publicó 
el artículo “Gobierno Nacional y Comité de Paro Cívico revisaron avances en Buenaventura”, en 
el que informa sobre el encuentro al que asistieron el Alto Comisionado para la Paz, Miguel 
Ceballos, delegados de los ministerios de Gobierno, miembros del CPC y autoridades locales, en 
el que señala (figura 16):  
Según la Directora del Departamento de Prosperidad Social, DPS, Susana Correa, al finalizar 
estos cuatro años de gobierno, se tendrán avances de un 60 %, teniendo en cuenta que los acuerdos se 
pactaron a un término de diez años. “En este momento tenemos un 37,7 % de avances de estos 
acuerdos. Esta cifra sale de un consolidado que hicimos entidad por entidad y promediamos los 
avances”, indicó la funcionaria nacional, que encabezó la delegación del Gobierno nacional este jueves 
en la reunión que se llevó a cabo en Buenaventura.  
 
Figura 16: Revisión de avances en Buenaventura (delegados del Gobierno, del CPC y de 
autoridades locales) 
Fuente: El País (2019).  
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No obstante, dichas cifras no son compartidas por el CPC, porque en la realidad el avance es 
mucho menor: “No compartimos esos avances, por eso vamos a crear una comisión del paro, para 
cotejar nuestras cifras con las del Gobierno” explicó Humberto Hurtado, miembro del Comité 
Ejecutivo del Paro Cívico (El País, 2019). Por tanto, el Gobierno y miembros del CPC continúan 
trabajando, en cooperación con organizaciones internacionales, para cumplir con lo pactado. Aquí 
cabe referir que Temístocles Machado, “Don Temi”, era el líder del Paro Cívico, quien luchaba 
sin cesar por la defensa de los derechos de su población y era considerado uno de los líderes más 
visibles de la región que “marcó la agenda mediática del país durante 20 días. Ese mismo paro que 
logró que el Gobierno se sentara con líderes como Temístocles para resolver problemas de salud, 
servicios públicos, educación, agricultura” (Valenzuela, 2018). Lastimosamente, su voz fue 
apagada, tras su asesinato el 27 de enero del 2018, cuando dos hombres armados le dispararon, 
según información de la Policía; se cree que el hecho ocurrió porque él y otros líderes sociales se 
opusieron en el 2006 a una construcción en la vía Interna de Buenaventura (Valenzuela, 2018). 
Ante este hecho, Naciones Unidas de Colombia se pronunció rechazando el acto, así como el 
Defensor Nacional del Pueblo, quien exigió a las autoridades competentes celeridad y justicia en 
este caso.  
En suma, los líderes sociales del Distrito siguen trabajando en la construcción, coordinación, 
caracterización y estructuración de sus acciones conjuntas, con las que se perfilan como un agente 
de control para los funcionarios públicos frente a sus acciones, por su influencia y visibilidad en 
los escenarios políticos desde un enfoque de accountability vertical social. Este proceso no ha sido 
fácil, por la falta de garantías, los rezagos sociales y la inseguridad pública (exclusión, 
desterritorialización, invisibilización, violencia armada, etc.), pero que sin duda los ha fortalecido 
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al punto de lograr captar la atención del Gobierno nacional, como actor de presión que incide en 
sus decisiones frente a la atención y solución de sus demandas. 
 
2.4. Posicionamiento y visibilización del problema público en Buenaventura 
A partir del análisis de los fundamentos teóricos descritos en el primer capítulo, esta 
investigación se define desde el enfoque de la accountability vertical social (Duque, 2013; 
Morales, 2016; Velásquez y Escandón, 2015), proceso en el cual se evidenció la conversión del 
fenómeno de la violencia armada en el Distrito de Buenaventura como un problema público en 
cuestiones de Gobierno, es decir, la manera como se insertó en la agenda del Gobierno dicho 
fenómeno social, que fue visible por el posicionamiento de los movimientos sociales, los medios 
de comunicación, las ONG y los mecanismos judiciales, donde individuos o grupos de individuos 
brindaron su apoyo y unieron sus esfuerzos para controlar y exigir intervención estatal para 
resolver la emergencia social. 
Como se mencionó, este tipo de enfoque emana un control por parte de la sociedad hacia las 
acciones gubernamentales, dando a entender que el control se inicia desde abajo —de la sociedad 
al Estado—, como un proceso a la inversa de los que normalmente se evidencian —del Estado a 
la sociedad—. Conforme a esa visión, el problema público de Buenaventura se visibilizó como un 
proceso de transcurso ascendente, a partir de la base de la sociedad, en el que los actores sociales 
llevaron sus demandas hacia las autoridades dentro de sus estructuras políticas (figura 17), con el 
fin de que estas, en un proceso descendente, intervinieran para la atención y solución del problema, 
lo que refleja una descentralización en la estructura del poder (Olavarría, 2007). 
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Figura 17: Posicionamiento y visibilización del problema público en Buenaventura 
Fuente: elaboración propia con base en Olavarría (2007). 
De esta manera, el proceso de agendamiento se dio a partir de las demandas de la sociedad, 
mediante un discurso de necesidad de intervención estatal, el cual desde la ideología de la base 
social, con el apoyo de organizaciones e individuos judiciales o sociales, logró llamar la atención 
del Gobierno nacional, por la presión que los medios de comunicación ejercieron al difundir la 
información, las denuncias y las demandas sociales. Este proceso reflejó cambios en las estructuras 
políticas frente a la formación de la agenda, ya que esta no se dio a partir de los intereses del 
Estado, como frecuentemente se hace, sino desde las necesidades de la sociedad.  
Por tanto, el proceso de incidencia de los movimientos sociales en las políticas públicas en el 
caso de estudio se evidenció con la organización y la caracterización de los actores sociales 
reflejadas en las marchas, que por su participación, producción y reproducción social 
contribuyeron a procesos de democratización, descentralización e incidencia política, en los que 
“todos construimos”, situación que desde las esferas político-sociales se formó con base en 
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principios de equidad, lo que fue un hito histórico en la sociedad Pacífico colombiano. Es este 
sentido, se destacan las siguientes marchas:  
1) El 13 de septiembre del 2013, donde más de cien bonaverenses marcharon por un “no más 
a la violencia”.  
2) El 14 de febrero del 2014, llamada a “Enterrar la violencia para vivir con dignidad”, en la 
que más de 3000 habitantes se negaron a más violencia.  
La primera marcha se dio en el marco de la Semana por la Paz, donde se llevó a cabo una 
marcha en el Distrito a raíz de los índices de violencia que para ese momento se registraban y se 
concentraban en la Comuna 12, por la presencia de actores ilegales armados que sometían a la 
población a constantes hostigamientos y al enfrentamiento armado entre las bandas criminales La 
Empresa y Los Urabeños. En este contexto la población, preocupada por los constantes casos de 
desaparición forzada, desmembramientos, reclutamiento forzado, entre otros, decidió movilizarse 
por la defensa de sus derechos, en una marcha que se llamó “¡Muévete al ritmo de la fraternidad!” 
Noticiero de Buenaventura (2013), donde levantaron sus voces centenares de bonaverenses por un 
“no más a la violencia”, liderada por el obispo de Buenaventura quien en su momento era el 
monseñor Héctor Epalza, quien hizo un llamado a los integrantes de los grupos al margen de la ley 
(GAL) en la zona para que respetan la vida en el municipio. Estos esfuerzos estuvieron apoyados 
por miembros de organizaciones sociales (juveniles, de mujeres, líderes comunales, entre otros) y 
estudiantes de los diferentes colegios de la ciudad, donde el obispo en entrevista concedida al 
Noticiero de Buenaventura (2013) hizo un llamado a la comunidad: “a pesar de los esfuerzos de la 
fuerza pública por mantener el control de la comuna 12, hace falta que la población denuncie los 
hechos victimizantes, para que las autoridades investiguen”. La marcha inició en la iglesia Nuestra 
Señora de Guadalupe y se movilizó hasta la cancha del barrio Bolívar (figura 18).  
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Figura 18: Marcha “¡Muévete al ritmo de la fraternidad!” 
Fuente: El País (2013).  
Dentro de los resultados visibles relacionados con la movilización, se tiene como aspecto 
positivo la visita del Defensor Nacional del Pueblo, Jorge Armando Otálora, quien llegó al Distrito 
el 22 de noviembre del 2013, un mes después de la marcha, en la que reconoció la crisis de riesgo 
de los habitantes por el incremento de la violencia en las zonas urbanas:  
Hoy el panorama es más grave, de 122 muertes violentas, hemos pasado a 144, mientas que a la 
fecha tenemos 4.000 personas desplazadas internamente hay casas tumbadas, desocupadas, el miedo 
se siente por las calles. Por eso vamos a plantearle al Gobierno nacional la necesidad urgente de crear 
una agencia para Buenaventura que articule todos los esfuerzos humanitarios que requiere la ciudad. 
(El País, 2013)  
Como aspecto negativo se tiene la respuesta que dieron los integrantes de las bandas 
criminales de la zona a los líderes sociales, al obispo y a la comunidad en general: más violencia, 
que se evidenció cuando se encontró, al otro día de la marcha, partes del cuerpo de un civil que 
había sido descuartizado y dejado en la cancha donde finalizó la movilización. Así lo afirma en su 
investigación Human Rights Watch (2014):  
Apareció la cabeza de un hombre de 23 años en la cancha de fútbol y el resto de su cuerpo 
esparcido en barrios aledaños. Debido a las amenazas de muerte que miembros de su familia 
comenzaron a recibir cuando intentaron obtener justicia por el asesinato, tuvieron que abandonar la 
ciudad y, de este modo, se sumaron a las filas de desplazados de Buenaventura. (p. 5)  
Movimientos sociales y políticas públicas: caso de Buenaventura  65 
A pesar de las agresiones a los habitantes del Distrito mediante intimidaciones y amenazas 
por parte de los integrantes de los GAL, el fenómeno de la violencia armada fue el detonante para 
que al año siguiente de dicho acontecimiento se realizara una segunda marcha, que se cataloga 
como un precedente en el Pacífico por la multitudinaria participación, en la que concurrieron más 
de 3000 personas con el ánimo de poner un freno a la oleada de homicidios en el municipio. Esta 
marcha fue promovida una vez más por la Diócesis del Puerto, en cabeza del obispo Epalza, con 
el apoyo de diferentes gremios (comerciantes, instituciones educativas, transportadores, líderes 
comunales, entre otros). Todos tenían como propósito, según la nota de prensa de 
VerdadAbierta.com (2014), que “las entidades estatales de carácter local, regional y nacional 
atiendan con urgencia los fenómenos que vienen ocurriendo en el puerto sobre el océano Pacífico 
y permitan que sus habitantes ‘entierren la violencia y vivan con dignidad’” (figura 19). 
 
Figura 19: Marcha contra la violencia en Buenaventura 
Fuente: VerdadAbierta.com (2014). 
El sacerdote, junto a los líderes sociales y representantes de los gremios, manifestó su 
preocupación por el fenómeno de la violencia armada que, desde su perspectiva y por la antigüedad 
de su labor como obispo en la región Pacífica, ha existido desde el 98, año desde el cual se ha 
venido alertando a las autoridades frente a la situación que persiste dentro de los habitantes, como 
un número infinito que no tiene control ni atención.  
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Las cifras de homicidios muestran un crecimiento preocupante. De acuerdo con datos de la 
Defensoría del Pueblo, en el año 2012 se registraron por lo menos 122 asesinatos, en el 2013 llegaron 
a 140 y en lo que va de 2014 ya superan los 30 casos. (VerdadAbierta.com, 2014) 
Por su parte, los medios de comunicación como red de apoyo secundaria16, se aliaron a modo 
de actor de presión, a través de la cobertura de los hechos acaecidos en el Distrito, divulgando 
constantemente la información en prensa, radio, televisión, páginas web, entre otros, a tal punto 
que lograron captar la atención de autoridades nacionales e internacionales. Dicho proceso 
mediático hizo visible las denuncias de los bonaverenses, que vivían la crueldad y el terror de un 
conflicto armado que amenaza constantemente la convivencia ciudadana y su existencia. Con lo 
anterior, además, se logró despertar la preocupación de todos los colombianos que desconocían la 
situación, y que pensaban que por tratarse del puerto más importante del Pacífico, las condiciones 
de vida para sus habitantes eran favorables. 
Fue así como los medios de comunicación fueron una herramienta fundamental en el proceso 
de formación de la agenda del Gobierno, a través de la influencia del problema público como tema 
de interés a ser incluido. Siguiendo a Peruzzoti (2009, citado por Barrios, Quijano y Soler, 2017) 
“la visibilización mediática de las denuncias y demandas cívicas es crucial para lograr movilizar 
convicciones en la opinión pública y para ejercer una presión efectiva sobre autoridades” (p. 58). 
Ese grado de persuasión y difusión de la información llamó la atención del Estado para la 
intervención y solución de las necesidades que reclamaban los bonaverenses. 
Por otra parte, dentro del proceso de visibilización se contó con la participación de 
facilitadores (ONG) que, con sus esfuerzos, permitieron al Distrito de Buenaventura recibir 
                                                             
16 Mediante la consulta de noticias, columnas de opinión y notas de prensa relacionadas con el conflicto armado de 
Buenaventura, así como informes sobre la situación social y económica del municipio, producidos por medios de 
comunicación, organizaciones sociales, ONG y entidades del Estado. 
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atención para mejorar sus condiciones. Siguiendo a Keck, Sikkinkk y Murillo (1999, citados por 
Barrios, Quijano y Soler, 2017), “estas redes no solo se constituyen desde el nivel local, sino que 
incluso pueden trascender al ámbito internación en lo que han denominado redes transnacionales 
de cabildeo e influencia que se organiza a partir de principios y valores compartidos” (p. 60). En 
este sentido, se tienen organizaciones como el Comité Internacional Humanitario (CIH), por medio 
del cual se implantó el Plan de Acción Territorial (PAT) en Buenaventura; asimismo, están las 
investigaciones frente a la crisis humanitaria y violación de los derechos humanos adelantadas por 
la Organización de las Naciones Unidas; la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos; Human Rights Watch; la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, y 
las alertas emitidas por el Defensor del Pueblo, el Ministerio Público y la Personería a través del 
SAT. 
En suma, el proceso de accountability vertical social se dio a través de la movilización, 
mediatización y accionamiento de los mecanismos judiciales de organizaciones internacionales e 
individuos políticos (tabla 6), lo que permitió que el problema público de violencia armada del 
Distrito fuera visible para el Gobierno central y regional, así como también para la comunidad 
internacional, logrando con esto su posicionamiento en la agenda del Gobierno nacional. Como 
resultado de lo anterior, el expresidente Santos en julio del 2014 formuló el Plan de Choque para 
el Distrito de Buenaventura (figura 20) por $175.000 millones, en el que se concretaron, entre otras 
disposiciones, el Acuerdo 05 del 29 de mayo del 2016, por medio del cual se adopta el Plan de 
Desarrollo del Distrito “Buenaventura con responsabilidad, primero la gente”, periodo 2016-2019, 
con el que se pretendía mejorar la situación de seguridad y orden público. Con este acuerdo se 
priorizaron tres aspectos: 1) jueces especializados para Buenaventura; 2) defensores de familia, y 
3) evaluación de la situación carcelaria, para dar una solución oportuna a la situación de 
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hacinamiento. Dicho acuerdo se constituyó en el Plan Integral de Seguridad y Convivencia 
Ciudadana para el Distrito. En relación con el Plan Nacional de Desarrollo de ese mandato, el 
director del Departamento Nacional de Planeación (DNP, 2017), Simón Gaviria Muñoz (figura 
21), informó que  
El DNP realizará el Plan de Ordenamiento Territorial (POT) de Buenaventura, para organizar su 
desarrollo económico y social que incluirá mejores servicios públicos, parques, más colegios, más 
seguridad y mejor movilidad. El Estado se debe enfocar en crear entornos seguros que generen 
condiciones propicias para la inversión privada. El Programa de Nuevas Ciudades contratará 
estructuraciones integrales de talla mundial con el objetivo de diseñar proyectos sólidos para garantizar 
la sostenibilidad de la iniciativa en el tiempo y la inclusión del sector privado. 
Tabla 6: 
Proceso de visibilización del problema público de Buenaventura 
Actores Proceso Dimensiones En qué influyen 
Movimientos sociales Marchas del 13 de 
septiembre del 2013 y 
del 19 de febrero del 
2014 
Movilización  Control de las acciones y 
decisiones políticas  
Medios de comunicación Información y difusión 
de las demandas y 
denuncias  
Mediatización  Control de distribución de 
recursos 
Disminución de la 
corrupción  
ONG Denuncias de alertas Mecanismo social Vigilancia de los actos y 
control de las medidas 
Individuos que activan 
políticos 
Sistema de Alertas 
Tempranas (SAT) 
Mecanismos judiciales Aplicabilidad y 
seguimiento de la norma 
Legalidad de la acción  
Fuente: elaboración propia con base en Morales (2016); Velásquez y Escandón (2015); Duque (2013). 
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Figura 20: El presidente Juan Manuel Santos visitó la ciudad de Buenaventura junto a su 
gabinete de trabajo, para desarrollar un plan de choque para Buenaventura 
Fuente: Comité Internacional e Interempresarial de Buenaventura (CIB) (2014). 
 
Figura 21: El director del Departamento Nacional de Planeación (DNP), Simón Gaviria Muñoz, 
con el alcalde de Buenaventura Eliécer Arboleda y la líder comunitaria Marleni Hinestroza, al 
lanzar el programa Nuevas Ciudades, en Buenaventura 
Fuente: DNP (2017). 
Además, se creó el nuevo Código Nacional de Policía y Convivencia “Para vivir en paz” 
(Alcaldía Distrital de Buenaventura, 2018), con el propósito de mejorar la convivencia y la 
seguridad ciudadanas como principal insumo, donde la Policía trabaja por rescatar la cultura, y 
específicamente en el Distrito de Buenaventura, apunta a fortalecer, garantizar y velar por los 
deberes de los ciudadanos frente a los derechos colectivos. 
En la actualidad, a pesar de la atención brindada por el Gobierno Central para mejorar las 
condiciones sociales del Distrito, los acuerdos aún no se cumplen en su totalidad; por esta razón, 
los líderes sociales continúan con las exigencias a través del CPC. No obstante, es de resaltar que, 
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en cuanto al problema público de la violencia armada, hay evidencias de que el Gobierno nacional 
sí busca cumplirle al Distrito (figura 22), como se evidencia en el artículo publicado por 
ElMundo.com (2017), donde se señala que  
En cuanto al tema de seguridad, el viceministro de Defensa, Aníbal Fernández de Soto, indicó 
que debido al aumento de 12 a 25 fiscales, la lucha contra la criminalidad será más eficiente y anunció 
un nuevo escuadrón especializado para investigar y aprehender a los extorsionistas. También, 
Fernández de Soto informó que se construirá un nuevo CAI. Con respecto al mejoramiento de la 
seguridad, el dirigente social Vladimir Aragón destacó la reacción del Gobierno nacional, de la Fiscalía 
y la Policía que permitió terminar con las llamadas “casas de pique” y que redujo en 70 % el índice de 
homicidios que se perpetraban en Buenaventura. 
 
Figura 22: El secretario general de la Presidencia, Alfonso Prada y los ministros de Vivienda, 
Salud y Ambiente, visitaron Buenaventura este martes 
Fuente: ElMundo.com (2017). 
Asimismo, VerdadAbierta.com (2015) informó que uno de los efectos de la intervención del 
Gobierno nacional se reflejó en las cifras: 
 Según datos de la Fiscalía, en 2013 se presentaron 73 desapariciones forzadas, y 44 en 2014. A 
su vez, Medicina Legal reportó que en 2013 se cometieron 195 homicidios, y 153 el año pasado. Es 
decir, que en 2014 ocurrieron 29 desapariciones y 42 homicidios menos que en 2013.  
Por su parte, la Fiscalía General de la Nación reportó en el Boletín 9380 (Fiscalía General de 
la Nación, 2015) que  
 
Movimientos sociales y políticas públicas: caso de Buenaventura  71 
Durante el 2014, CTI, Policía y la Armada Nacional reportaron 1526 capturas por diferentes 
delitos y en todos los componentes que abarcan solicitudes de Direcciones Nacionales y la Seccional 
de Buenaventura (Valle del Cauca). Según las autoridades, las órdenes de captura de mayor impacto 
son por los delitos de homicidio en todas sus modalidades; extorsión, hurto, violencia intrafamiliar y 
delitos sexuales. En lo que va corrido del presente año, se han hecho efectivas 180 capturas con orden 
judicial y en flagrancia, por la comisión de diferentes delitos en Buenaventura. 
Con base en los datos anteriores, el viceministro de Defensa para las Políticas y Asuntos 
Internacionales, Aníbal Fernández de Soto, informó que  
Los indicadores de seguridad en Buenaventura son muy positivos, en una región que en el pasado 
sufrió mucho por la violencia y que hoy en día tiene una tasa de homicidios muy por debajo del 
promedio nacional, que ya a su vez es la más baja que hemos tenido a nivel nacional en más de 40 
años. (El País, 2018)  
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3. Análisis de los asuntos que influyeron para la configuración de la Política Nacional de 
Seguridad y Convivencia Ciudadana 
 
 
El análisis que se presenta a continuación tiene como objetivo responder la pregunta de 
investigación: ¿Cuál fue la incidencia que tuvieron los movimientos sociales del Distrito de 
Buenaventura frente a la formación de la agenda de Gobierno y en sus decisiones para la 
configuración de la Política Nacional de Seguridad y Convivencia ciudadana en la que participó 
el gobierno del expresidente Juan Manuel Santos? Como elementos de interés para el análisis se 
tendrán en cuenta los criterios que describen la influencia de los movimientos sociales en las 
políticas públicas, vistos en el marco teórico analizado en el primer capítulo, donde se tomaron 
algunos aspectos relacionados con el dinamismo de estrategias que visibilicen el problema, la 
influencia de actores sociales en los espacios políticos y la formación de la agenda del Gobierno, 
los cuales marcaron un precedente para Buenaventura, por la connotación de su impacto y la 
proactividad de sus acciones. Por tanto, para explicar el conjunto de análisis sistémico, se tomará 
como punto de partida el enfoque de la accountability vertical social y, para ello, se abordarán los 
siguientes aspectos: 1) la estructura del problema público; 2) los mecanismos de inserción de un 
asunto público en la agenda de Gobierno; 3) los elementos que incidieron en la  configuración de 
una ventana política; 4) la intervención de los movimientos sociales en los procesos políticos; 5) 
la estructura de la agenda del Gobierno frente al problema público y, 6) el dinamismo de 
participación  en la agenda de Gobierno. 
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3.1. Estructura del problema público 
A partir del análisis de Torres y Santander (2013) de la estructuración del problema, en la 
figura 23 se presenta cómo la situación de violencia armada en Buenaventura se constituyó como 
problema público. Para ello, se relacionaron componentes causales, dados por la presencia de 
grupos al margen de la ley y bandas criminales en la zona, que desencadenó un conflicto armado 
por el dominio del territorio, en el que se presentaron actos criminales desmedidos, evidentes entre 
1990 y 2014, que provocaron una crisis humanitaria. Dicha situación fue aceptada —por la 
inseguridad, la gravedad y la incertidumbre de la población al respecto— como un problema 
público a priorizar. 
 
Figura 23: Estructura del problema 
Fuente: elaboración propia con base en Torres y Santander (2013). 
Como se observa en la figura 23, la estructura del problema en el Distrito de Buenaventura 
implica la relación, por un lado, de componentes causales (presencia de grupos al margen de la 
ley, debilidad en el control por la fuerza pública, abandono por parte del Gobierna nacional y 
corrupción del Gobierno local); secuenciales (la violencia armada del Distrito en el periodo 1990-
2014), y de síntomas (el incremento de la violencia, los desplazamientos forzados, los 
descuartizamientos y desapariciones forzadas), y por otro lado, de aspectos dinámicos (duración, 
actores, alcance, contenido y severidad), que mediante una serie de acciones de indignación social 
logró ser reflejado como un asunto complejo, que por su diagnóstico y conceptualización se 
Componentes del problema 
Relación causal                         Dinamismo 
- Presencia de grupos                  - Actores ilegales 
al margen de la ley                        - Conflicto armado 
y bandas criminales                        - Severidad en los  
- Abandono estatal                             hechos 
- Debilidad en la fuerza 
 pública  
  Problemáticas relevantes  
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jerarquizó como el tema principal de inclusión en la agenda del Gobierno, que requería inmediata 
intervención. 
 
3.2. Mecanismos de inserción de un problema público en la agenda de Gobierno 
 Con respecto al análisis de los elementos que inciden en la configuración de una ventana 
política (Torres y Santander, 2013, citados por Roth, 2013), y en relación con el estudio de caso, 
los mecanismos que permitieron que la emergencia social de inseguridad pública fuera un tema de 
la agenda fueron: la movilización, las acciones colectivas y la mediatización (tabla 7). Asimismo, 
desde la perspectiva del enfoque de la accountability vertical, se añade el apoyo de individuos —
como mecanismos judiciales— y el de las ONG —como actores que ejercen presión estatal, las 
cuales representan un apoyo social—. La movilización se evidencia a través de los dos momentos 
relevantes de participación referenciados: la marcha del 13 de septiembre del 2013 y la del 14 de 
febrero del 2014, en las que organizaciones sociales y la población en general lograron visibilizar 
sus demandas. La mediatización, por su parte, a través de los medios de comunicación, fungió 
como fuente de información que logró evidenciar las denuncias y demandas de los actores sociales 
y de la comunidad en general ante la crisis humanitaria que se vivía por la fuerte oleada de 
violencia. En cuanto a los mecanismos judiciales, estos a través del SAT, el Defensor del Pueblo 
junto con la Personería y el Ministerio Público, alertó al Gobierno sobre el incremento de la 
violencia en la región. Se tiene entonces que al final, la suma de los diferentes mecanismos, logró 
un éxito al incluir el tema de violencia armada como un asunto en la agenda del Gobierno. 
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Tabla 7:  
Mecanismos que incidieron en la configuración de la agenda del Gobierno 
Mecanismos Descripción Proceso de cooperación 
Movilización Base social: participación de los 
actores sociales. Iniciativa de 
líderes sociales para cambiar los 
repertorios de violencia y 
defender sus derechos. 
Aceptable: la organización de los 
actores sociales permitió espacios 
privilegiados para visibilizar sus 
demandas. 
Mediatización Medios de comunicación: manejo 
de la información como medida 
de presión para el Gobierno. 
Aceptable: el apoyo de esta 
fuente de comunicación fue vital 
para captar la atención de 
Gobierno. 
Mecanismos judiciales Las alertas tempranas emitidas por 
el Defensor del Pueblo, la 
Personería y el Ministerio 
Público. 
Aceptable: la gestión de las 
instituciones frente a la situación 
alarmante del Distrito, que sirvió 
como elemento de 
acompañamiento facilitador, 
permitiendo una celeridad en la 
acción de intervención por parte 
del Gobierno central. 
Individuos que activan 
mecanismos sociales 
Las ONG y Human Rights Watch 
documentan la crisis, emiten 
medidas de atención y exigen a los 
actores políticos intervención del 
Gobierno para la atención y 
solución a la situación de crisis 
humanitaria por la fuerte oleada 
de violencia. 
Aceptable: el apoyo de las 
organizaciones internacionales y 
nacionales permitió ejercer 
presión al Gobierno con respecto 
a su proceder frente a las 
exigencias y recomendaciones 
ante la crisis humanitaria. 
Fuente: elaboración propia con base en Torres y Santander (2013). 
De esta manera, el proceso de visibilización del problema público finalizó con su inclusión 
en la agenda del Gobierno. Para esto, de manera organizada y concreta, por una parte, los actores 
sociales y medios de comunicación lograron captar la atención del Gobierno, lo que permitió 
además incidir en sus acciones; por otra parte, el apoyo de los mecanismos sociales y judiciales 
como facilitadores ejerció presión para el despliegue de acciones, que sumado lo anterior, incidió 
en la configuración de la política pública como medio de solución. 
  
3.3. Elementos que incidieron en la configuración de una ventana política 
Siguiendo a Torres y Santander (2013) en lo referente al análisis de los mecanismos para 
generar una ventana de oportunidad, en el caso de estudio los factores que permitieron la 
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configuración de una ventana para que el problema público lograra ser visible y atendido por parte 
del Gobierno nacional fueron: contar con espacios de deliberación (mesas de diálogos), tener 
identificados los asuntos a tratar y gozar con la capacidad de recursos para atender las necesidades 
(tabla 8). Sumado a ello, se tienen las denuncias hechas por parte de los empresarios, comerciantes, 
líderes comunitarios y religiosos de la región; ONG, y la población en general, que fueron 
difundidas a través de los medios de comunicación, que funcionaron como fuentes de apoyo 
segundarias. Todo lo anterior llevó al Gobierno del expresidente Santos a plantear un consejo de 
ministros llevado a cabo en Buenaventura, con lo que se buscaba abarcar y dar solución a varios 
focos problema de la región y se denominó Plan de Choque para Buenaventura (tabla 9).  
Tabla 8: 
Elementos que incidieron en la configuración de una ventana de oportunidad 
Factores Descripción del proceso Flujo de control 
Espacios de negociación Se contó con la participación del 
presidente de turno y su gabinete de 
trabajo, junto con los líderes sociales, 
alcaldes y gobernadores de la región. 
Evidente: disertación de los 
asuntos sociales emergentes para 
el Distrito. 
Cantidad de temas acumulados La agenda del Gobierno fue muy activa, 
en cuanto a la atención de asuntos sociales 
de manera integral.  
Dinámico: el flujo de información 
captó la atención de los actores 
políticos para su solución. 
Capacidad de recursos Se contó con los insumos para la atención 
integral de las necesidades del Distrito.  
Evidente: las medidas adoptadas 
fueron ajustadas y para cada 
necesidad.  
Indicador de las reglas de juego  Se cumplió con los objetivos propuestos 
para el desarrollo del Distrito. 
Evidente: los participantes se 
comprometieron con las medidas 
acordadas. 
Fuente: elaboración propia con base en Torres y Santander (2013). 
Tabla 9: 
Inversiones del Plan de Choque para Buenaventura 
Sector de atención Foco de atención Valor de la atención 
Seguridad El ministro de Defensa, Juan Carlos 
Pinzón, ordenó la llegada de 700 
hombres de Policía e Infantería de 
Marina. 
Instalar más cámaras de seguridad. 
Tres mil millones de pesos. 
Agua potable La viceministra de Agua y 
Saneamiento Básico de Colombia, 
La viceministra transfirió 
quinientos millones de pesos. 
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Sector de atención Foco de atención Valor de la atención 
Natalia Trujillo, firmó proyectos de 
acueductos, alcantarillado, aseo e 
infraestructura.  
Luis Fernando Ulloa, gerente de 
Sostenibilidad, aseguró invertir 
63.000 millones de pesos para el 
diseño del acueducto y del 
alcantarillado. 
Departamento de Prosperidad 
Social (DPS) 
Gabriel Vallejo, director del DPS, 
firmó proyectos para los sectores 
educativo, social, cultural y 
deportivo. 
Trescientos millones de pesos.  
Salud Se concretaron inversiones para 
salas de urgencias y hospitales. 
Doce mil millones de pesos.  
Trabajo  Se aprobaron proyectos para 
generar más empleos y plazas de 
mercado.  
Ochocientos millones de pesos.  
Agricultura Se diseñaron proyectos para 
potenciar la pesca, así como 
inversiones sanitarias, destinadas a 
Corpoica, para la financiación y el 
crédito.  
Doce mil millones de pesos.  
Turismo Se aprobaron obras de 
infraestructura para impulsar el 
turismo: el malecón, avistamiento 
de ballenas, conectividad área; 
apoyo al sector productivo; 
aprovechamiento de las ventajas 
aduaneras y turísticas, y 
reordenamiento en Buenaventura 
como una ciudad puerto. 
Cuarenta y dos mil millones de 
peso.  
Transporte Se desarrolló la agenda competitiva 
que establece el Master Plan 
Buenaventura 2050 y se concreta en 
obras para el Puente del Piñal; 
degrado de estero de San Antonio; 
aeropuerto; doble calzada, y 
seguridad en la interconexión 
enérgica de la línea Calima 
Buenaventura. 
Catorce mil millones de pesos para 
la construcción del aeropuerto.  
Planeación El Departamento Nacional de 
Planeación (DNP) habló acerca del 
Plan Pacífico y la Agenda de 
Competitividad del Banco de 
Desarrollo de América Latina 
(CAF). 
 
Intervenciones finales Alcaldía de Buenaventura  
 
El presidente anunció la inversión 
cercana a cuatrocientos millones de 
dólares.  
 
Fuente: elaboración propia con base en el documento del Plan de Choque para Buenaventura (2014). 
 
En efecto, los escenarios de participación de los actores sociales, mediante el flujo de 
información por la acción mediática y la fuerza legítima de representación social, como derecho 
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que tienen de exigir garantías que defiendan y salvaguarden sus bienes jurídicos, permitieron esa 
conexión con el Gobierno central y local para la conformación de la agenda. Estas acciones 
promovieron la movilización de recursos, en busca de que el problema público tuviera solución, 
lo que se dio a través de la Política Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana y las medidas 
de atención integral cubiertas con el Plan de Choque para Buenaventura. 
 
3.4. Intervención de los movimientos sociales en los procesos políticos 
Con base en los factores de análisis propuestos por López (2012), la participación de los 
movimientos sociales en Buenaventura fue exitosa, en la medida en que lograron visibilizar sus 
demandas e incidir en procesos políticos. En la tabla 10 se agrupan algunos conceptos tomados del 
estudio de López (2012) frente a la responsabilidad e intervención de los movimientos sociales en 
los procesos políticos de políticas públicas (pp. 173-174), con el fin de evidenciar el proceso de 
intervención de los actores sociales que permitieron visibilizar la violencia armada en el Distrito 
de Buenaventura, causada por la presencia de grupos al margen de la ley y bandas criminales, así 
como los impactos generados por dicha intervención. En ese sentido, se identificaron expresiones 
como: “La aparición del problema”, que se dio por la participación de los actores sociales; “El 
acceso de los líderes sociales” frente a las autoridades; “La agenda”, donde se adoptaron las 
mejores alternativas; “La formulación”, con la que se aprobó la Política Nacional de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana; “El impacto”, que tuvo consecuencias positivas, y “La estructura”, con 
respecto a la democracia de participación, que rompe con los sistemas tradicionales. Con lo 
anterior se evidencia cómo los movimientos sociales incluyeron su problemática como asunto de 
la agenda de Gobierno, y confirma cómo dicha participación alcanzó impactos inaugurales y 
procedimentales, ya que se abrieron canales de participación y se legitimó a los grupos u 
organizaciones sociales, así como impactos sustanciales, ya que al incluir el tema de violencia 
armada en la agenda dio inicio al establecimiento de medidas para la solución, mediante la 
Movimientos sociales y políticas públicas: caso de Buenaventura  79 
implementación de políticas públicas, que reflejaron efectos positivos en los procesos aplicados, 
los cuales fueron acogidos por la comunidad. 
Tabla 10:  
Intervención de los movimientos sociales en los procesos políticos de Buenaventura 
Fase Descripción Proceso Impacto Efecto 
Aparición La movilización hace 
visible la demanda. 
Marchas: 13 de 
septiembre del 2013 y 14 








Acceso  Las autoridades reciben 
formalmente a los líderes 
sociales. 







Agenda Se admite una propuesta. Atención integral para 
Buenaventura. 
Procedimental: 
mediante un diseño 
estructural que 
abarcó todas las 






Formulación Se aprueba la norma. Política de seguridad y 
convivencia ciudadana 
(Acuerdo 05 del 29 de 
mayo del 2016). 
Procedimental: se 
diseñó la mejor 







Ejecución Se ejecuta e implementa la 
norma. 
Consejo de seguridad, 
fortalecimiento al aparato 








los sistemas de 
vigilancia y 
control judicial.  
Impacto Consecuencia de la medida. Desarticulación de las 
organizaciones 
criminales por la captura 
de sus cabecillas; 
recuperación del control 
de la zona. 
Sustancial: se 
alcanzaron los 






Estructural  El sistema cambia y mejora 
las posibilidades de 
influencia de los 
movimientos sociales. 
Transición a democracia 
participativa. 
Empoderamiento de los 
líderes sociales en 
espacios políticos, como 
nuevos actores en 
procesos políticos. 








Fuente: elaboración propia basado en López (2012). 
 
Por tanto, la intervención de los movimientos sociales permitió una gran fluidez y obtención 
de logros en los procesos políticos: por un lado, la incidencia de los actores sociales en los 
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escenarios políticos permitió que sus problemáticas fueran visibles y atendidas, además que 
influyeron en las decisiones por su presión en la configuración de la política pública para su 
solución, mediante mesas de diálogos en las que concertaron, aprobaron y estudiaron las 
condiciones del problema y sus impactos; por otro lado, dicha intervención alcanzó grandes 
impactos para la formación de la agenda, mediante la cooperación y la organización de los actores 
sociales, que con un trabajo articulado lograron incidir en los escenarios político-sociales para la 
satisfacción de las necesidades sociales de la región. 
  
3.5. Estructura de la agenda del Gobierno frente al problema público  
En lo referente a la estructura de la agenda frente al problema público, en el Distrito de 
Buenaventura se identificaron los asuntos quejosos de la sociedad tanto antiguos como nuevos 
(Elder y Cobb, 2003, citados por Torres y Santander, 2013, p. 76) (figura 24). En el primer caso, 
se relacionó la violencia armada entre grupos al margen de la ley y bandas criminales, la cual se 
describió como un asunto habitual y recurrente, cuyas condiciones naturales dieron como resultado 
acciones predominantes (extorsión, narcotráfico, tráfico de armas, reclutamiento ilícito, amenazas, 
desplazamiento forzado, entre otras). En el segundo caso, se identificó el homicidio en modalidad 
de desmembramiento, lo que dio origen al boom de las “casas de pique” en el Distrito; esta 
problemática, por sus condiciones novedosas, tuvo características espontáneas y originales 
desencadenadas del conflicto armado entre grupos ilegales, que dieron como resultado acciones 
sin definiciones predeterminadas (como por ejemplo las fosas creadas por estos ilegales, para los 
restos humanos). Los anteriores asuntos, en consecuencia, permitieron la formación de la agenda 
del Gobierno en Buenaventura.  
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Figura 24: Estructura de la agenda del Gobierno frente al problema 
Fuente: elaboración propia con base en Elder y Cobb (2003, citados por Torres y Santander, 2013, p. 76). 
La estructura de la agenda fue originada por circunstancias críticas y amenazantes, que han 
persistido con el transcurrir de los años y que de una forma gravosa han afectado la seguridad 
pública de los bonaverenses, por las dinámicas del conflicto armado tanto antiguas como nuevas, 
que por sus características y condiciones se configuró en un tema de la agenda del Gobierno, el 
cual por su severidad y los impactos negativos en la comunidad requirió atención e intervención 
inedia para su solución. Fueron estas condiciones que lo escalonaron como el problema público a 
priorizar, sin desconocer las demás condiciones de NBI que se decidieron atender de manera 
integral por parte del aparato estatal (tabla 11). 
Tabla 11:  
Problemas sociales antiguos en Buenaventura (NBI) 
Necesidades básicas insatisfechas Porcentaje 
Pobreza El nivel nacional tiene un índice del 66 %; en Buenaventura el 64 % de la población 
urbana es pobre, así como el 91 % de la población rural. En condiciones de miseria 
vive el 9.1%. 
Salud No tiene un hospital de segundo y tercer nivel. El más importante, el Hospital Luis 
Ablanque de la Plata, no tiene capacidad para atender a toda la población. 
Agua No cuenta con agua potable. El 60 % de cobertura de alcantarillado se concentra 
en la zona urbana. 
Empleo La tasa de desempleo es del 62 % y del empleo informal es del 90,3 %. 
Fuente: elaboración propia con base en Semana (2017). 
Estructura de la agenda del Gobierno frente al problema 
                Agenda de Gobierno 
Cursos de acciones                       Sin definiciones  
predominantes                         predeterminadas 
      
     Asuntos antiguos                 Asuntos nuevos 
     (violencia armada,              (homicidio en modalidad 
     conflicto armado entre                 de desmembramiento y  
     GAL y bandas criminales)                   casas de pique) 
 
 
Habituales       Recurrentes          Espontáneos            Originales        
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3.6. Dinamismo de participación en la agenda de Gobierno 
En la figura 25 se representan las dinámicas de participación de los actores, tanto públicos 
como privados, que visibilizaron y permitieron la inclusión del problema de violencia armada del 
Distrito de Buenaventura en la agenda del Gobierno. El dinamismo de inclusión se dio: 1) por la 
participación de los medios de comunicación como herramienta de construcción social, los cuales 
intervinieron como actores de presión estatal, y 2) la capacidad de participación de los 
movimientos sociales, como un actor capaz de proponer alternativas de solución ante los actores 
políticos para la atención e intervención de su situación. Esta fue la manera como se logró una 
agenda de Gobierno dinámica, por la participación conjunta de ambos actores, que tenían como 
finalidad recuperar el tejido social, la seguridad y la convivencia ciudadana del territorio. 
 
Figura 25: Dinamismo de participación en la agenda 
Fuente: elaboración propia. 
En conclusión, las movilizaciones de los líderes sociales fueron decisivas en la configuración 
de la Política Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, de manera general, a través de: 1) 
la claridad que tuvieron los actores sociales a la hora de estructurar, identificar y priorizar su 
problema (la violencia armada) mediante los componentes causales y dinámicos de este, lo que 
permitió que se visibilizara como un asunto público de inclusión en la agenda de Gobierno. Este 
Agenda del Gobierno  
 
Movimientos sociales 
(Incluyen el problema como tema 
en la agenda) 
Los medios de comunicación  
(Visibilizan el tema en la agenda) 
 
 
Violencia en Buenaventura  
(Problema social) 
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proceso se logró a través de mecanismos sociales, como movilizaciones, acciones colectivas y 
mediatización, y de mecanismos judiciales como las alertas tempranas que repercutieron en la 
esfera política, donde dichos actores dirigieron sus acciones mediante procesos de coordinación 
aceptables para el Estado y la sociedad en general; 2) los esfuerzos de los actores sociales, que 
permitieron el surgimiento de una ventana de oportunidad en los escenarios políticos, en la medida 
en que incorporaron espacios de negociación y concertación donde actores políticos y sociales 
acordaron frente al diseño y la formación de la política, así como la disponibilidad de recursos 
necesarios para la atención, tanto de su asunto emergente como de las NBI, y 3) la transformación 
de los sistemas cerrados de decisión política en sistemas abiertos de participación democrática, 
que se reflejó en un éxito tanto sustancial como procedimental. 
En efecto, estos repertorios sociales a pesar de ser inaugurales en el Distrito de Buenaventura 
frente a sus procedimientos (del qué y cómo hacer en los sistemas políticos), generaron impactos 
sociales, políticos, culturales y económicos importantes que dividieron la historia del Distrito en 
dos; es decir, en un antes y en un después de las acciones de intervención del Estado que poco a 
poco han mejorado la calidad de vida (figuras 26-34). Además se dieron cambios sociales frente a 
la percepción de la población en la manera de reclamar y exigir al Gobierno o al Estado sus 
garantías y atención a sus necesidades. 
 
Figura 26: El antes de la carretera vía Cali-Buenaventura 
Fuente: Trujillo (s. f.). 
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Figura 27: El expresidente Santos entrega la obra de doble calzada en la vía Loboguerrero-
Cisneros 
Fuente: RCN Radio (2017). 
 
Figura 28: Inauguración doble calzada Loboguerrero-Cisneros (Valle del Cauca) 
Fuente: El País (2017). 
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Figura 29: El antes del Malecón Bahía de la Cruz en Buenaventura 
Fuente: SkyscraperCity.com (s. f.). 
 
Figura 30: Expresidente Santos junto al alcalde del Distrito en la inauguración del Malecón 
Bahía de la Cruz 
Fuente: Findeter Colombia (2017). 
 
Figura 31: Nuevo Malecón Bahía de la Cruz 
Fuente: regalias gov (2017). 
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Figura 32: Proyecto de obra en el centro de Buenaventura (Bulevar) 
Fuente: El Tiempo (8 de junio del 2015). 
 
Figura 33: Centro de Buenaventura 
Fuente: Bulevar Buenaventura (2015). 
 
Figura 34: Panorámica de Buenaventura 
Fuente: El País (2019). 





La investigación giró en torno al análisis de los movimientos sociales en el Distrito de 
Buenaventura, en relación con el grado de incidencia, participación e impacto que estos tuvieron 
en la formación de la agenda del Gobierno nacional y en sus decisiones políticas en el marco de 
formulación de políticas públicas. En este escenario lograron, mediante su caracterización, por una 
parte, influir en aspectos de gobernanza, es decir, en las decisiones para la configuración de la 
Política Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, así como en la capacidad de movilizar 
los recursos para la atención e intervención de manera integral a sus necesidades. Por otra parte, 
su intervención logró abrir una ventana de oportunidad frente a los mecanismos de participación 
en escenarios políticos: primero, por el posicionamiento que adquirieron los líderes sociales en 
razón de su problemática con respecto a los actores políticos, donde el problema público del 
Distrito se configuró como un tema de la agenda de Gobierno, y segundo, porque las decisiones 
políticas que adoptaron los actores políticos fueron viables y concretas frente a la emergencia. 
 Lo anterior permitió que la historia del Distrito fuera marcada por las transformaciones en 
los sistemas sociopolíticos, con estrategias y repertorios que surgieron en el contexto de una 
democracia participativa jalonada por los actores sociales y los ciudadanos, a través de su 
organización y movilización mediante marchas, protestas y plantones, con lo que lograron 
denunciar sus inconformidades, necesidades y preocupaciones, captando finalmente la atención 
del Gobierno nacional.  
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Fue así como los actores sociales del Distrito lograron incidir, de manera importante, en los 
espacios políticos y económicos, donde alcanzaron un éxito sustancial proactivo, en la medida en 
que recibieron respuestas favorables de inversión e intervención por parte del Gobierno nacional. 
Esta situación jalonó a su vez procesos de democracia participativa, con la que se transformaron 
las estructuras políticas de toma de decisión en espacios abiertos de diálogo social, de deliberación 
y concertación, donde se han llegado a puntos comunes de acuerdo a través de las políticas 
públicas. Asimismo, los movimientos sociales incidieron en procesos de innovación en la 
formación de la agenda, a través de mecanismos ascendentes en los que las necesidades surgen 
desde la base social hacia el Estado y no a la inversa, como normalmente sucede. Lo anterior les 
permitió a estos actores sociales incluir su problema público en la agenda y, a la vez, recibir por 
parte de los actores políticos respuestas, que en el caso concreto de Buenaventura fueron variables 
para la atención y la solución de sus problemas a través de la formulación de la Política Nacional 
de Seguridad y Convivencia Ciudadana.  
Por lo anterior, la situación de violencia armada en Buenaventura se evidenció como una 
situación en la que destacan dos procesos: por una parte, la incidencia de las acciones colectivas 
que, desde el enfoque de la accountability vertical social, se reflejó en las movilizaciones, la 
mediatización y el apoyo de individuos y organizaciones que activaron a los actores políticos frente 
a la situación problemática del Distrito, lo que repercutió en procesos de control político que 
llevaron al aparato estatal a tomar medidas en aras de resolver o aminorar la situación emergente. 
Este método cambió las perspectivas sobre el qué y cómo hacer de ambos actores (sociales y 
políticos), promoviendo el establecimiento de relaciones tríadicas (líderes sociales, organizaciones 
—nacionales e internacionales— y actores políticos), en las que la suma de esfuerzos permitió 
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construir una Buenaventura para todos, no solo de financiamiento y rentabilidad para el país, sino 
de calidad y de seguridad para sus pobladores.  
Por otra parte, frente a la emergencia del Distrito, el expresidente Juan Manuel Santos 
organizó una visita junto a su gabinete de trabajo, con la que reconoció el sesgo generado por el 
abandono histórico que los bonaverenses sufrían por parte del Gobierno nacional. Además, a raíz 
de esto se emprendieron acciones que permitieron atender de manera integral las NBI del distrito; 
aunque en la actualidad no todas han sido superadas, el Gobierno sigue trabajando en ello, como 
lo manifestó el Departamento Nacional de Planeación (DNP, 2019):  
El CONPES también dio su concepto favorable a la Nación para contratar un crédito externo por 
USD 76 millones destinados a la “Implementación de la Fase I del plan maestro de alcantarillado y 
obras complementarias de acueducto urbano y rural del Distrito de Buenaventura”, que mejorará las 
condiciones de vida de 424.047 habitantes de la población rural y urbana de este distrito. 
Para finalizar, es importante señalar que dentro del proceso de incidencia de los movimientos 
sociales del Distrito en los escenarios políticos, aparte de lograr incluir su problema público en la 
agenda e influir en las decisiones del Gobierno frente a la configuración de la política pública, 
estos líderes sociales marcaron un precedente no solo de participación, sino también de control 
frente a la gestión pública, en cuanto a la rendición de cuentas de los funcionarios públicos, 
gobernantes y actores políticos. Esto se evidencia en la actualidad con el Comité del Paro Cívico 
(CPC), ya que continúa ejerciendo presión no solo en razón del cumplimiento de los acuerdos, 
sino también con la exigencia de respuestas frente a las acciones u omisiones gubernamentales. 
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